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TABLA DE ANEXOS 
 
1. Declaraciones del General Uscátegui, tomadas de la revista CAMBIO, publicada por la 



























     Al observar el nivel de cumplimiento que frente a las condenas proferidas por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha tenido el Estado colombiano y advirtiendo que 
el panorama no es para nada alentador, además de la situación actual de las víctimas en 
lo que concierne al tema de reparación que debe ofrecer Colombia, surgen diversos 
interrogantes. Entre ellos, ¿Cuáles han sido las causas que impiden cumplir con la 
obligación de investigar graves violaciones a Derechos Humanos?; ¿Qué consecuencias 
generan esas causas en el contexto social y jurídico colombiano? Y por último ¿Qué 
estrategia podría emplearse para contrarrestar la problemática? 
     Para resolver los anteriores planteamientos, se eligió un conjunto de casos, todos ellos 
estudiados por la Corte Interamericana, que cuentan con supervisión de cumplimiento, 
providencia del alto Tribunal, que describe el nivel de cumplimiento frente a la sentencia 
condenatoria, así como la enunciación de las ordenes desatendidas por el Estado y que 
aún se encuentran por cumplir. 
     Una vez estudiados los casos se establece que el principal componente de reparación 
para las víctimas consiste en conocer la verdad de los hechos, la sanción de los 
responsables y las instancias que se llevaron a lo largo del proceso penal desde su 
conocimiento hasta la sentencia. 
     El tema de investigación judicial, se convierte en el punto mayormente incumplido en 
todas y cada una de las sentencias bajo estudio, evidenciando así el problema a resolver 
en el presente trabajo. Para dar desarrollo al tema, el objetivo general se concentrará en 
describir los aspectos que influyen para que el Estado Colombiano no cumpla 
debidamente con su obligación de acuerdo con los parámetros establecidos en las 
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
     Paralelamente se analizarán los casos contenciosos contra Colombia que 
corresponden al intervalo de tiempo entre 2004 y 2010, con ellos se identifican los 
diversos argumentos expuestos por el Estado colombiano en las resoluciones de 
supervisión respecto al punto de la investigación judicial y la valoración de su 
intervención por parte del Tribunal. 
 
 
    La primera hipótesis, consideraba que la responsabilidad estaba dada en las 
actuaciones de los funcionarios de entidades estatales encargadas de dar efectivo 
cumplimiento a los deberes constitucionales en lo concerniente a la justicia y el acceso 
de los ciudadanos a este derecho. El no acatamiento de los procedimientos y protocolos 
establecidos en el ordenamiento jurídico, lo que impedía la correcta impartición de 
justicia. 
     Conforme avanzaba la investigación y una vez analizada la documentación 
encontrada, la hipótesis que se concretó consiste en la incidencia que tiene la no 
autonomía e interdependencia de cada una de las ramas del poder público, en especial, la 
que se refiere al procedimiento para designar al Fiscal General de la Nación, que se 
convierte en una clara injerencia por parte del ejecutivo, situación que compromete la 
neutralidad de quien funge como director y es el directo responsable de la persecución 
penal en Colombia. 
     Las teorías de las que se sirvió el presente estudio y que permiten el desarrollo del 
mismo son: en primer lugar, la teoría de Montesquieu sobre la división de las ramas del 
poder público y en segundo lugar, la teoría de Luigi Ferrajoli sobre el garantìsmo 
constitucional lo cual permitirá asentar la brecha al final de la investigación. 
     La novedad de la investigación la determina la especificidad en materia de reparación, 
teniendo en cuenta que a pesar de que el tema de Derechos Humanos tiene un amplio 
catálogo de investigaciones, ninguna ha abordado el tema de la investigación judicial. 
Por lo general las investigaciones se limitan a establecer el nivel de cumplimiento, pero 
de forma global, sin diferenciar las medidas de satisfacción con que deben cumplir los 
Estados.  
     Otro de los aspectos diferenciadores es el criterio de selección de los casos que se 
estudiaron, esto es, casos que a la fecha contengan dentro de las providencias de la Corte 
Interamericana, supervisiones de cumplimiento 
     En desarrollo de lo planteado anteriormente se opta por tomar una posición crítica 
respecto al contexto tanto social como jurídico del país, realizando una retrospectiva en 
estos entornos, a fin de constituir este estudio como una herramienta que aspire a un 
cambio  y contribuya a enfocar el conocimiento científico a la consecución  de la paz y 
la armonía, propendiendo a la construcción de un país preocupado por el bienestar de sus 
 
 
ciudadanos, en donde prevalecen los derechos y libertades consagrados en la 
Constitución así como en la jurisprudencia  
     El enfoque de la investigación será jurídico, con un método de investigación 
sociológico y un método de análisis-síntesis, con una forma de investigación en derecho 
y un tipo de investigación ius política, será una investigación netamente cualitativa 
respecto a las fuentes de información y recolección de datos, el diagnóstico se realizará 
de acuerdo con patrones fácticos de cada uno de los casos a investigar. Estos son: El caso  
19 comerciantes,  masacre de Mapiripán, caso Gutiérrez Soler, masacre de Ituango, 
masacre de Pueblo Bello,  Caso  Escué Zapata, masacre de La Rochela, caso Jesús Valle 
Jaramillo y Caso Manuel Cepeda Vargas, Vs. Colombia.  
     En el primer capítulo se explicará la metodología de forma particular, en donde, 
además, se describirá de forma extensa la situación problémica identificada, exponiendo 
de forma concisa la pregunta base de la investigación. Adicionalmente, el estado del arte 
contenido en este capítulo contextualiza al lector en los hechos que rodean el estudio, así 
como los diferentes puntos que no han sido objeto de análisis en otras investigaciones 
científicas sobre los derechos humanos. 
    El segundo capítulo se ocupará de hacer referencia a la situación de Colombia de cara 
al contexto internacional de Derechos Humanos, teniendo en cuenta las obligaciones y 
compromisos adquiridos en la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos y 
los puntos que no son acatados en el marco de las masacres referidas anteriormente. Se 
continuará con consideraciones propias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre la obligación de investigar propiamente dicha, enlazando así los artículos 
de la convención, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y los planteamientos del 
tribunal internacional en la supervisión de cumplimiento de los casos que serán expuestos 
uno a uno. Finalmente, en este acápite, se destacan las interpretaciones que ha realizado 
la Corte Constitucional internamente respecto a las víctimas y la obligación de reparación 
que tiene el Estado colombiano. Lo que se busca con la anterior ruta es, en primer lugar, 
contextualizar al lector acerca de la intervención de las instancias judiciales 
internacionales y posteriormente, profundizar en la investigación concreta de cada uno 
de los casos según la valoración efectuada por la Corte en las supervisiones de 
cumplimiento acerca de las medidas ordenadas en las sentencias referidas. 
 
 
     Hecho esto, se procederá a exponer la brecha en el capítulo tercero de la monografía, 
último momento que permitirá demostrar las falencias de la investigación interna y las 
diferentes situaciones que han originado la re victimización de las personas que han 
sufrido los crímenes objeto de investigación. Aquí se hará la relación con los referentes 
teóricos planteados para dar una solución y propuesta a la situación descubierta que 
además, guarda expresa relación con la hipótesis planteada inicialmente.  
     Lo expuesto hasta aquí, da cuenta del compromiso con el tema estudiado y del cual  




CAPÍTULO I   
LA OBLIGACION DE INVESTIGAR EN EL CONTEXTO DEL SISTEMA 
INTERAMERICANO 
 
    Colombia como Estado parte de la Convención Americana de derechos humanos, ha sido 
objeto de múltiples condenas, de las que inicialmente y como lo ordenan las normas del sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, conoce la Comisión Interamericana. Posteriormente, si 
las pruebas así lo ameritan y el Estado parte de la Convención no acata las recomendaciones 
que plantea la Comisión, el proceso llega a conocimiento de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, (en adelante Corte I.D.H.) cuyas sentencias establecen, en caso de 
confirmarse la responsabilidad estatal algunos puntos resolutivos encaminados a la reparación 
de las víctimas. Las sentencias ordenan acciones tales como el pago de daños materiales e 
inmateriales, construcción de monumentos, el reconocimiento público de responsabilidad 
estatal y la que reviste mayor importancia para el presente trabajo consiste en la obligación de 
investigar judicialmente los hechos, entre otras. Es precisamente  esta última medida de 
reparación una constante e ininterrumpida orden, que ha originado  responsabilidad estatal en 
todos los casos que contra Colombia ha llevado la Corte I.D.H. Advirtiendo de esta manera la 
problemática que presenta el sistema de persecución penal, tanto a nivel institucional como 
procedimental, situación que no varía cuando las violaciones objeto de investigación atacan 
bienes jurídicos protegidos, bien sea por el ordenamiento interno o por el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. Podría afirmarse que en Colombia los temas de justicia, verdad y 
reparación se encuentran en una situación jurídica bastante precaria de cara a las condenas que 
sobre derechos humanos ha proferido en particular el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. 
    La Corte I.D.H. ha advertido en sus sentencias la incapacidad del Estado colombiano para 
ofrecer garantías judiciales mínimas, que por demás se encuentran contempladas en la 
Convención, es así como se la violenta. Más grave resulta el hecho de que civiles armados 
hayan participado en la mayoría de las masacres, civiles que fueron legitimados para ejercer 
actos como agentes estatales en pro de la ‘seguridad’, civiles con un campo de acción casi 
ilimitado que al Estado colombiano le fue imposible controlar posteriormente. Del otro lado de 
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la línea se encuentra la aplicación de normas procedimentales y acciones de servidores 
públicos, aspectos que imposibilitan un adecuado sistema de investigación judicial, como se 
pasara a exponer. 
    De acuerdo con lo anterior el problema de investigación de la presente monografía se 
enmarca en la necesidad de determinar los aspectos que imposibilitan una adecuada 
investigación y seguimiento en los casos que frente a violaciones de derechos humanos 
conocen las autoridades colombianas, sea a petición de parte o de oficio, causas que 
posteriormente se traducen en condenas, en particular la orden de investigar judicialmente, 
aspectos que no solo no garantizan una correcta y debida impartición de justicia, que a la postre 
produce un aumento en la desconfianza frente al sistema judicial y consecuentemente en las 
instituciones del Estado, sino que además sigue afectando a las victimas siendo que el no 
esclarecimiento de los hechos y la impunidad frente a estos incluso los re victimiza.  
    El criterio de selección de casos que se tomó para el presente estudio consistió en aquellos 
casos contenciosos contra el Estado colombiano de los que conoció la Corte I.D.H. y que a su 
vez contienen, dentro del procedimiento del tribunal, supervisiones de cumplimiento o de 
seguimiento. Resultado de la aplicación del criterio expuesto se seleccionaron los casos de: Los 
19 comerciantes, Masacre de Mapiripán, Caso Gutiérrez Soler, Masacre de Ituango, Masacre 
de Pueblo Bello, Caso  Escué Zapata, Masacre de La Rochela,  Jesús Valle Jaramillo y Caso 
Manuel Cepeda Vargas, Vs. Colombia. En el curso de la investigación se encontraron aspectos 
comunes entre ellos que se considera han influido para que las investigaciones no se desarrollen 
dentro de un marco que garantice la recta impartición de justicia. 
    Se empleará un enfoque de investigación jurídica que analizará la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de derechos humanos respecto a la selección de los casos colombianos 
mencionados. El método de investigación sociológico será utilizado respecto a las técnicas de 
recolección, que son principalmente documentales.  
    El método de análisis será utilizado para descomponer el todo de sus partes, es decir la 
revisión de los hechos en los casos fallados en el periodo comprendido de 2004 a 2010 para 
logar establecer los resultados de investigación judicial que ofrecieron  los entes asignados para 
el efecto, en tres momentos:  de un lado, cuando conoce de los hechos en una primera 
oportunidad;  de otro lado, cuando la orden de investigar se concreta en la sentencia 
condenatoria a razón del incumplimiento por parte del Estado frente a esta obligación; por 
ultimo lo que ha sucedido con posterioridad a las resoluciones de supervisión de cumplimiento 
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que profiere la Corte I.D.H. como parte del proceso de seguimiento de los casos que se someten 
a su jurisdicción. 
    La forma de investigación en derecho será documental realizada a través de consulta de 
libros, artículos, revistas académicas y periodísticas, documentos tomados de páginas web, 
repositorios de universidades nacionales, memorias y artículos científicos. 
     El tipo de investigación a desarrollar será ius política cuyo fin principal es identificar la 
efectividad de las acciones ejecutadas por las autoridades de la rama judicial, por aquellos que 
intervienen en las decisiones sobre procedimientos investigativos, y en última instancia por 
quienes intervienen en los nombramientos de los funcionarios que deben desarrollar esta 
actividad. 
     Valoración desde el marco legal vigente 
     El bloque de constitucionalidad, que se encuentra normatizado a través del artículo 93 de la 
norma superior, es el marco normativo por excelencia en el estudio de una problemática sobre 
derechos humanos, acudiendo en el caso concreto de esta monografía principalmente en la 
Convención Interamericana de Derecho Humanos. Los artículos en particular que serán 
analizados son el artículo 1.1, 8, 25, y 27 de la Convención.  
     La normatividad constitucional estudiada en particular, serán los artículos 249, referido al 
proceso de elección del Fiscal General de la Nación; los artículos 250 y 251 frente a la 
responsabilidad de la Fiscalía, como ente investigador parte del cuerpo de la rama judicial; y 
el artículo 277 que otorga las facultades al ministerio público. 
     En materia jurisprudencial, se toman las sentencias de casos contenciosos contra Colombia, 
señalados en líneas anteriores; serán analizadas posteriormente las resoluciones se supervisión 
de cumplimiento de los mismos casos. 
    Se incluirán los análisis jurisprudenciales realizados por la Corte Constitucional, en especial 
el referente a las sentencias C-594 de 1992, C-135 de 1996, C-580 de 2002 y el auto A-275 de 
2011. 
     Este compendio normativo y jurisprudencial, corresponde al comportamiento del 
procedimiento de investigación, frente al sistema de protección de derechos humanos, 
iniciando con su enunciación en el texto constitucional, así como características específicas 
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que se encuentran reglamentadas en la ley cuyas características permiten identificar momentos 
del contexto social que ha vivido Colombia en las últimas décadas.  
   Comportamiento histórico  
    Para introducirnos en el comportamiento que antecede al tema investigativo y sus resultados, 
no es posible omitir el tema que es constante en los casos bajo estudio, esto es, el conflicto 
armado interno colombiano, que ha sido el escenario dentro del cual se enmarcan las 
circunstancias que dieron lugar a los hechos juzgados por la Corte I.D.H. Es oportuno además 
para ampliar el panorama a fin de extender  el nivel comprensivo frente al tema y conducir al 
lector a la observación de los acontecimientos desde un punto de vista crítico, dando la 
posibilidad de atribuir la existencia del problema investigativo no solo a vacíos normativos o 
jurisprudenciales, vacíos que llevaron a la Corte Constitucional a reconocer el Estado de Cosas 
Inconstitucional1 en el marco del conflicto armado, si no, y en mayor medida, a conveniencias 
políticas, obedeciendo a intereses particulares que vulneraron derechos fundamentales de gran 
calado, derechos  de que somos titulares todos los colombianos y que no solo afectan a las 
víctimas, directamente involucradas, sino el derecho de la población en general a obtener de la 
justicia una respuesta, aunque no pronta, al menos sí efectiva, que produzca confianza en el 
Estado, y no la inseguridad jurídica y la desconfianza que hasta el momento ha generado en el 
común de la población. 
     En el conflicto armado interno colombiano no es tan fácil coincidir con la causa exacta de 
su origen. Los enfrentamientos de civiles en Colombia se fundamentan en diferencias 
ideológicas que se originaron en los partidos políticos, problemas sociales entre las clases 
populares, el problema de la desigualdad en la distribución de la tierra, entre otras. Estos 
motivos han hecho que nuestro país haya tenido que atravesar por varias guerras desde la 
segunda mitad del siglo XIX hasta nuestros días. 
    Las guerras civiles desde 1885, la guerra de los Mil Días, la Masacre de las Bananeras, los 
episodios de violencia contra de dirigentes políticos como Gaitán, y otros eventos han generado 
en la población, por un lado, la sensación de inseguridad y falta de presencia de los entes 
armados legítimos y, por otro lado, la idea de auto defenderse de ataques de los grupos civiles 
armados tomando la justicia por mano propia. 
                                                          
1 Ver sentencia T 025 de 2004, Corte Constitucional de Colombia 
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     Cuando el gobierno advirtió la existencia incontrolable de la violencia al interior de cada 
región decidió solicitar ayuda internacional acudiendo a la potencia mundial de América, que 
a través de la CIA redactó un informe dirigido al entonces presidente Alberto Lleras Camargo 
en donde surgieron diferentes medidas de prevención y erradicación de la violencia local. 
Algunos de ellos se referían a la educación, se sugiere el establecimiento de escuelas en las 
zonas rurales en donde más se evidenciaba el conflicto civil. De igual forma se señaló la 
necesidad de fortalecer la presencia del Estado en las zonas del país más alejadas en donde los 
grupos armados parecían tomarse cada vez más el control (Centro de Memoria Histórica, 
2013). Aunque algunas de estas recomendaciones fueron ejecutadas por el Gobierno, como es 
costumbre en Colombia, las trabas políticas para hacerlas efectivas y prevenir la vulneración 
de derechos humanos fueron un tropiezo. Esta situación años más tarde se saldría de la órbita 
de control de las autoridades internas y los casos de masacres debido a la insuficiencia 
normativa en cuanto a procedimientos y ejecución frente a las violaciones a derechos 
fundamentales llegarían al conocimiento del Sistema Interamericano. 
    Durante el año 1965 Colombia atravesaba nuevamente por un episodio de turbación 
nacional, razón por la cual el Gobierno expide el decreto 1288 de 1965 mediante el cual se 
declara el Estado de Sitio, aquel es retomado posteriormente por el Decreto 3398 de 1965, 
mediante el cual el Gobierno cree necesario el establecimiento de fuerzas civiles que defiendan 
el territorio. Este decreto es acogido como normatividad permanente a través de la ley 48 de 
1968. 
    Allí se declara la defensa nacional como aquella por la cual se prevé la organización y apoyo 
de todos los habitantes del país para garantizar la independencia por lo cual, tanto hombres 
como mujeres que no fueran llamados a participar en las fuerzas armadas deberían cooperar en 
actividades y trabajos que contribuyeran al restablecimiento del orden interno.2 
    De esta manera el gobierno autorizó e incluso ordenó a las fuerzas armadas para que 
colaboraran con la conformación de grupos de defensa nacional autorizados para portar armas 
de uso exclusivo de las Fuerzas Militares, y a ser organizados bajo la disciplina militar. Este 
decreto ha sido abordado y condenado por un gran número de sentencias de la Corte IDH en 
donde se ha tenido como hecho probado que fue este el origen del paramilitarismo en 
Colombia. 
                                                          
2 Artículo 24. La participación en la defensa civil es permanente y obligatoria para todos los habitantes del país 
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    Posteriormente, el gobierno sigue expidiendo decretos para restablecer el orden y hacer 
frente a los grupos guerrilleros existentes. De esta forma se expidieron decretos como el 3364 
de 1986, el decreto 0180, decreto 1194 de 1989 entre otros. 
    No fue sino hasta 1989 (24 años después de la expedición del decreto 3398) cuando el 
Gobierno “percibió” las funestas consecuencias de dicha norma a la sociedad, norma que 
propulsó la creación de grupos armados que iban en contra de la población quienes delinquían 
autorizados indirectamente por la ley asesinando y masacrando poblaciones enteras, en donde 
la debilidad de las instituciones se dejó ver más que nunca, siendo que los hechos no fueron 
investigados hasta que se condenó al Estado para hacerlo a través de las sentencias dictadas 
por la Corte IDH. 
    Durante el periodo de tiempo en el que el decretó rigió, los paramilitares fueron  aumentando 
sus fuerzas mientras perpetraron diversas vulneraciones de los derechos humanos, en el caso 
de los 19 comerciantes, estos grupos se habían tomado el territorio conocido como Puerto 
Boyacá desde 1984, cuando se constituyó el grupo denominado  “Asociación de Campesinos 
y Ganaderos del Magdalena Medio (ACDEGAM)” que tenía como fin la autodefensa frente a 
la guerrilla, así como su erradicación.  
    En el caso de la Masacre de Pueblo Bello, la presencia de fuerzas paramilitares se dio una 
vez las fuerzas guerrilleras se habían asentado en el territorio en razón al crecimiento 
económico del cual gozaba por los años 70 esta región. En Mapiripán, otro de los casos 
condenados por la Corte IDH, desde el inicio de los años 90 los grupos de autodefensas, la 
guerrilla y grupos narcotraficantes intentaban tomar control de la zona lo cual ocasionaba 
enfrentamientos dada a la importancia estratégica del área, similar situación atravesó el 
municipio de Ituango en el departamento de Antioquia en donde a principios de los 90 se 
evidenció el incremento de grupos armados tanto de guerrilla como FARC, paramilitares y 
fuerzas armadas colombianas, presencia denunciada ante las autoridades públicas por sus 
habitantes debido a la preocupación de los actos delictivos que ocurrían con la presencia de 
estos grupos y sus enfrentamientos en donde las víctimas eran siempre civiles, quienes no 
podían ponerse de ningún bando so pena de ser acusados de colaboración y ser asesinados. 
          Las causas de los problemas en los procesos investigativos podrían evaluarse desde el 
punto de vista de la evolución normativa de protocolos y reglas que debieran seguirse en el 
tema, teniendo en cuenta además los cambios que se han producido en el sistema penal al pasar 
de un sistema inquisitivo a uno acusatorio que para algunos doctrinantes se trata de un sistema 
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mixto. Sin embargo y como se advirtió en líneas anteriores, las decisiones para promover o 
limitar el adelanto en los procesos devienen de decisiones políticas desde hace ya bastante 
tiempo. De acuerdo con Álvaro Vargas, en las administraciones de los ex presidentes Julio 
Cesar Turbay Ayala y Alfonso López Michelsen se buscaba reformar el sistema penal 
colombiano mediante unas propuestas que finalmente fueron declaradas inconstitucionales por 
la entonces, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; posteriormente los 
documentos I y II de Santa Fe señalaron algunos ítems para transformar el sistema penal;  a su 
turno, Andrés Pastrana propuso la implementación del sistema acusatorio por lo “necesario”  
del plan Colombia y se condiciona así el desembolso de recursos “La teoría de la Gerencia, 
aplicada a la administración de justicia” (Vargas, 1998) Estos cambios pretendían que el 
ejecutivo tuviera mayor injerencia en decisiones de la rama judicial.  
     En el curso de los casos contenciosos, el comportamiento del Estado colombiano no ha 
variado sustancialmente, de los ocho casos estudiados en todos, a partir de la sentencia 
condenatoria que ordena señalar y sancionar a los responsables, así como en las supervisiones 
de cumplimiento, la obligación no ha surtido el efecto que espera tanto la Corte I.D.H. como 
las víctimas.  
     Resultados del diagnóstico. 
     Las acciones ejercidas por el Estado colombiano para investigar y sancionar a los 
responsables de los casos bajo estudio han sido incumplidas, el procedimiento se encuentra 
viciado desde el momento en que se conocen los hechos, en el curso del procedimiento interno, 
y cuando llega finalmente al Sistema Interamericano. Inicialmente porque no se siguen las 
recomendaciones de la Comisión Interamericana a fin de evitar la intervención de la Corte 
I.D.H.; como incumplimiento frente a las ordenes en la sentencia condenatoria y 
posteriormente en las supervisiones de cumplimiento. 
 
    Epígrafe I 
    La actualidad y relevancia de este estudio se comprueba en especial con el momento que 
está atravesando Colombia, enfrentando un proceso de paz, que lleva inmerso el tema de 
justicia verdad y reparación. Resulta pertinente, establecer las falencias que se han presentado 
en las instituciones que tienen a su cargo la función de la persecución penal sobre hechos que 
dieron lugar a las condenas que enfrenta hoy ante el Sistema Interamericano. Aunado a lo 
8 
 
anterior la especial diferenciación con la que se abordó el tema, siendo que el tema de derechos 
humanos es bastante estudiado, así como la existencia y efectividad del Sistema 
Interamericano, el hecho de que los temas de institucionalidad y procesos investigativos no han 
sido abordados constituye la fisura en el presente estudio. 
    En un estudio conjunto, realizado por las universidades Libre y Santo Tomas se presenta el 
fenómeno de las reparaciones y la falla del sistema interamericano, por la inexistencia de 
mecanismos coactivos, que conduce finalmente al incumplimiento de obligaciones. Los 
periodos de tiempo son muy extensos, imposibilitando a la Corte acudir a medios que 
efectivicen dichas obligaciones. Estudia la mayoría de los casos seleccionados, sin embargo no 
concentra su atención en obligaciones específicas sino que las aborda indistintamente de su 
naturaleza. (Fajardo Sánchez, 2012). 
     Al estudiar los casos contenciosos contra de Colombia, se establece que en la mayoría no 
se ha posibilitado una correcta reparación, incluso se produce un re victimización por 
incumplimiento a las condenas, en el tema de reparaciones. La propuesta en este ámbito se 
puede resumir en una participación activa de las partes, es decir que la Corte admita acuerdos 
posteriores a la sentencia condenatoria, a fin de que el acuerdo sea consensual contando con 
las posibilidades de cumplimiento que tenga el Estado y la aceptación de estas condiciones por 
parte de las víctimas, aunado a ello, el establecimiento de un proceso de seguimiento más 
expedito en cuanto a las supervisiones de cumplimiento en todos los casos. (Acosta Lopez & 
Bravo Rubio, 2008) 
   En cuanto a la forma de cumplimiento de las condenas en  casos dentro de los cuales se 
encuentran la mayoría de los que son objeto de estudio en la presente investigación, se asemejan 
con el eje que gira en torno a las supervisiones de cumplimiento, realizando un análisis de 
aquellos aspectos no cumplidos por el Estado colombiano, sin embargo, y acorde con la 
mayoría de las investigaciones revisadas, no se analiza ningún aspecto en particular referido a 
reparaciones sino que se observa desde una óptica general, concluyendo que, de un lado, el 
procedimiento de la C.I.D.H. es eficaz en cuanto al seguimiento de los casos y de otro lado, el 
Estado no es garante de derechos humanos, además de declarar que sus esfuerzos son 
insuficientes para cumplir obligaciones internacionales en lo que respecta a los derechos 
humanos violados en los casos conocidos por la C.I.D.H. (Montenegro Mendez, 2014) 
     La Universidad Militar recoge los casos contenciosos que la C.I.D.H. ha fallado contra del 
Estado Colombiano, desde una perspectiva reflexiva frente al tema del proceso de paz, 
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concluyendo que el tema del conflicto armado es una de las constantes causas de violaciones a 
los derechos humanos. Se insiste en la importancia que, para el proceso, ha tenido la ley de 
victimas que propende por una reparación integral a quienes han sufrido violaciones dentro del 
contexto del conflicto interno colombiano. Se advierte la necesidad de observación del 
cumplimiento de las obligaciones a la verdad justicia y reparación que la ley pretende, para que 
en  el proceso actual de paz, aunque complejo, permita empezar de ceros para reconstruir un 
nuevo país, sin dejar de lado aquellos casos que han justificado las condenas proferidas por la 
C.I.D.H. y aún más para que al supervisarse se pueda garantizar la no repetición. (Camberos 
Diaz, 2014) 
    La Universidad Católica, analiza el nivel de cumplimiento de las sentencias. En este 
adelanto, se concentra en un solo aspecto de reparación, el tema de rehabilitación médica y 
psicológica, relevante, si se analiza el hecho de que al revisar las supervisiones de 
cumplimiento, esta es otra área en la que es Estado colombiano ha incumplido. Se establece 
una responsabilidad compartida, entre la Corte Interamericana y los estados, la primera porque 
sus fallos no son lo suficientemente específicos en cuanto a la forma en que el Estado debe 
cumplir con este tipo de obligaciones y el Estado, frente a la imposibilidad de cumplimiento, 
no exclusivamente por una falta de voluntad política, sino como consecuencia de una debilidad 
institucional y procedimental que en materia de salud viene enfrentando Colombia, situación 
que no solo afecta el cumplimiento de los fallos en estudio, sino a la población en general, 
convirtiéndose en un problema estructural de una envergadura que no permite una salida 
sencilla. Proponen finalmente, la posibilidad de que las partes intervengan en la solución del 
conflicto, dentro del proceso, permitirle al Estado ofrecer de forma libre, la forma en que puede 
reparar lo relacionado al tema de salud para encontrar una salida concertada, sin esperar la 
condena y una vez escuchadas las víctimas, pueda establecerse una forma de reparación que 
pueda denominarse integral. (Vargas Diaz, 2014) 
     Realizando un análisis sobre los conceptos de reparación establecidos en el Sistema 
Interamericano, así como las medidas en derecho interno que debe adoptar el Estado para evitar 
nuevas violaciones, entre otros temas, el documento analiza especialmente la labor del juez 
administrativo y del juez constitucional, frente al deber-obligación de tener en cuenta en sus 
decisiones las implicaciones y consecuencias que devienen de la vulneración de derechos 
humanos tanto a nivel interno como a nivel internacional. Considera que la labor de la 
jurisdicción contencioso administrativa, debe ser dinámica y asirse de todas las herramientas 
jurídicas para evitar la injerencia de instituciones de carácter internacional, es decir, lograr la 
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suficiencia del ordenamiento jurídico interno para materializar los derechos humanos de los 
asociados, tópico en el que se encuentra con la presente investigación. (Motta Castaño, 2010) 
     El documento que trata en específico el tema de la investigación lo realiza Gutiérrez 
Ramírez, de la Universidad de Toulouse, Francia, en cuanto a los parámetros que ha logrado 
establecer la Corte Interamericana en el tema, el punto en el que nos separamos con Gutiérrez, 
consiste en que su eje central es la justicia transicional. Su estudio no se limita al caso 
colombiano, realiza un análisis de la situación en América Latina, especialmente en los países 
que están atravesando por esa etapa de transición, entre la guerra y la paz, como él lo denomina. 
Considera el autor que las comisiones de la verdad instituidas en estos procesos de justicia 
transicional son insuficientes, de acuerdo con conceptos emitidos por la misma C.I.D.H. al 
menos en lo que respecta al derecho a la verdad de las víctimas. El caso colombiano, que es el 
punto de referencia que toma, trata exclusivamente la promulgación de la ley 975 de 2005, 
enfrentada con la obligación internacional de investigar de los estados, y la imposibilidad de 
que alguna normativa en el ordenamiento jurídico interno, tenga la entidad para desconocer 
dicha obligación. Es de destacar la importancia del establecimiento de estándares que en 
materia de investigación ha desarrollado la C.I.D.H. a través de todas sus providencias, tema 
que la Corte ha manejado con demasiada prudencia, al menos en el caso colombiano a juicio 
del autor. (Gutierrez Ramirez, 2014) 
    Sin duda, la indemnización como mecanismo de reparación es uno de los principales tópicos 
en las investigaciones realizadas sobre la competencia de la Corte IDH, en la revista de 
Derechos básicos fundamentales (Salvioli, 1995) se ha escrito un artículo muy bien 
desarrollado sobre la indemnización y los criterios para imponerla en la sentencia condenatoria. 
En la citada investigación se hace un recuento de las principales características del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, tomando como punto de partida los casos que han 
hecho nacer la sana jurisprudencia de la Corte. Se desarrolla posteriormente el punto sobre el 
tipo de vinculatoriedad en materia de cumplimiento de las obligaciones internacionales de los 
estados. El autor expone el asunto sobre la indemnización reseñando diferentes casos 
(Honduras, Perú, Costa Rica) en donde se evidencian los criterios que se adoptan para reparar 
los daños teniendo en cuenta el principio de la Restitutio In Integrum refiriéndose al alcance 
pecuniario que deben tener las sanciones en favor de las víctimas, razones que hacen a este 
trabajo diferente del nuestro. 
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    Es precisamente, el concepto de Restitutio In Integrum retomado en la investigación de Perez 
& León (2007) titulada “Las reparaciones en el derecho internacional de los derechos humanos, 
derecho internacional humanitario y derecho penal internacional” que pretende construir un 
concepto integral y homogéneo de reparación en los tres sistemas citados. Los autores estudian 
tres de los órganos más importantes sobre derechos humanos bajo tres factores de estudio a 
saber: la obligación de reparar en cada uno; la condición de víctima en las reparaciones; y las 
modalidades de reparación. 
     Para la Corte Interamericana, uno de los órganos con mayor facultad sancionatoria, la 
víctima adquiere una capacidad procesal importante, situación a la que no se adhiere la Corte 
Europea de Derechos Humanos, se insiste en que el concepto de daño es más amplio en nuestro 
órgano regional. El tópico se evidencia en casos en donde las víctimas directas son aquellas 
que han sufrido de desaparición forzada o ejecución, casos en donde la condición de víctima 
se extiende a los familiares. El punto de similitud de este estudio con el presente radica en que 
se tiene presente la reparación como eje transversal de la misma, no obstante, en este caso se 
hace de una forma global para concluir, entre otras, que las modalidades de reparación no sólo 
se limita a las indemnizaciones. 
    Los estándares de reparación integral han servido de base no solo para el desarrollo de la 
jurisprudencia internacional sino además para el desarrollo de la jurisprudencia interna 
colombiana, (Núñez Marín & Nancy, 2012) la investigación reflejada en la revista Análisis 
Internacional de la Universidad Tadeo reseña la forma como las Cortes Internas adoptan los 
conceptos establecidos en materia de reparación por la Corte Interamericana de Derechos 
humanos con el fin de restituir y reparar el daño que sufren las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, reparaciones reflejadas de forma general en los diversos casos estudiado en 
la Corte Interamericana tales como la indemnización, las medias de satisfacción y las mediadas 
de no repetición, sin tomar de forma específica las problemática sobre el deber de investigación 
como una de las formas de reparar utilizadas en el Sistema Interamericano. 
        La eficiencia de las instituciones internas para dar un efectivo tratamiento a las 
instituciones basadas en el principio del debido proceso es muy escasa, no obstante Colombia 
y otros países han expedido normas como la ley 288 de 1996 que procura establecer formas de 
cumplimento a las recomendaciones dadas por la Comisión Interamericana de Derechos 
humanos, pese a ello se deja entrepuertas lo respectivo a la Corte Interamericana. (Zamudio) 
12 
 
     Londoño Lazaro (2005) de la Univerdidad de la Sabana indentifica el grado de 
cumplimiento de las sentencias, hace un estudio comparativo sobre los dos sistemas más 
importantes como lo son el americano y el europeo para así establecer los medios de 
supervisión del cumplimiento de lo citado por el Tribunal de forma análoga a la mayoria de las 
investigaciones, su novedad radica en los efectos que el cumplimiento de las sentencias 
acarrean socialmente, denominado por la autora el  efecto reflejo mediante el cual el 
acatamiento realizado por el estado no solo se hace en beneficio de la vícitima que vio 
vulnerado sus derechos sino que, con el cumplimento, se procura una especie de reflexión a 
nivel social en donde se envía un mensaje de no vulneración a los derechos de los otros. Este 
acatmiento terminaria en una especie de aprendizaje del Estado infractor utilizando la 
experiencia de los errores cometidos para no volver a ser juzgado nuevamente por el Tribunal. 
    Parra Vera (2012)  de la Universidad de Palermo, elabora un artículo en donde defiende la 
importancia de las garantías procesales respecto a los imputados o condenados por violación 
de derechos humanos, realiza una crítica sobre la presunta falta a este precepto de la 
Convención por parte de la Corte Interamericana de Derechos  Humanos, si bien  en este 
artículo el eje central es la investigación y el cumplimento de las garantías judiciales, los 
factores de estudio de la unidad de análisis son diversos. Toman como muestra no solamente 
casos colombianos sino un variado número de situaciones resueltas por la Corte IDH. 
 “La jurisprudencia de la Corte Interamericana respecto a la lucha contra la impunidad” analiza 
la evolución jurisprudencial observando principalmente a los actores de las violaciones y las 
garantías que en el proceso de investigación se les ofrece. Esta perspectiva se contempla 
igualmente en la investigación sobre los desafíos del sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos que ya han sido estudiados ampliamente en el trabajo de apoyo a la 
Fundación Ford y Open Society Foundation, en donde se expone la problemática que envuelve 
el  desarrollo de las actividades propias del Sistema Interamericano de derechos humanos, 
desde su financiación, la organización institucional, los modelos de transparencia, las 
competencias de la Comisión I.D.H., entre otros, resaltando especialmente el documento sobre 
el análisis de las estrategias para el cumplimiento de las decisiones del sistema interamericano 
de derechos humanos del Centro de Estudios de Justicia y Sociedad. En los diferentes artículos 
de esta edición se toman de forma abstracta los niveles de cumplimiento sin tener en cuenta 
casos en concreto como muestra o, un mecanismo en especial de reparación como el deber de 
investigación. (DeJusticia, 2015) 
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     Por su parte, Ruiz Rengifo, analiza el rango constitucional de los tratados internacionales 
sobre derechos humanos y su fuerza normativa. Hace hincapié en la eficacia de la aplicación 
de la Convención Americana de Derechos Humanos. Posterior al análisis anteriormente 
señalado, el autor afirma la posibilidad de instituir en Colombia la protección de Habeas corpus 
siendo que solo es protegido constitucionalmente en el artículo 30 para los privados de la 
libertad, mientras que la Convención le impone a los Estados una protección preventiva a todos, 
libres o privados de la libertad. Es así como concluye en su estudio que el Habeas corpus 
preventivo es vinculante de acuerdo con la Convención Americana.  Ruiz pretende con su 
estudio demostrar que aun cuando una obligación impuesta por la Convención no se evidencie 
en el ordenamiento jurídico de los Estados parte y en particular en Colombia, no se traduce en 
el hecho de que los Estados puedan desconocerlas. (Ruiz Rengifo, 2014) 
     Jaramillo y Castro, analizan la calificación que frente al cumplimiento de las sentencias que 
condenan internacionalmente Colombia por violaciones a los derechos humanos realizado por 
el Comité de D.H. que es el encargado de informar el nivel en el que se encuentran las 
reparaciones y acciones que debe emprender el Estado como consecuencia de las mismas. 
Recoge todas las sentencias de la Corte, y frente al tema de investigación, simplemente 
establece que esta es una de las obligaciones en las que el Estado colombiano se encuentra en 
deuda con las víctimas, tópicos diferenciadores con el presente estudio. El tema en el que más 
insiste consiste en la imposibilidad de una segunda instancia frente a los informes que al final 
profiere el consejo de Ministros que es quien califica las acciones del Estado en cuanto al 
cumplimiento, por lo general es insatisfactoria aun cuando el informe del Comité de D.H. sea 
positivo, por ejemplo frente a las obligaciones pecuniarias el Estado Colombiano, y es una 
constante, ha cumplido, sin embargo siempre ha tenido calificación insatisfactoria en todos los 
ítems de calificación. Es por lo anterior que los autores consideran necesaria la creación de una 
segunda instancia para apelar estos informes que no son debidamente sustentados. A pesar de 
ello concluye que la posibilidad de acceder al S.I.D.H.  “ha repercutido en una mejor protección 
de los derechos y libertades de los colombianos” (Jaramillo & Castro Novoa, 2007)  
     Por último, señalamos la investigación realizada por el Colectivo de Abogados José Alvear 
Restrepo, que ha fungido como representante de las víctimas en la mayoría de casos sometidos 
ante la Corte I.D.H. La investigación aludida trata a profundidad la función que cumplió la 
fiscalía en casos de violaciones a derechos humanos y en especial al trabajo realizado por el 
fiscal Luis Camilo Osorio, quien fuera el director de dicha corporación durante la investigación 
de los procesos de que esta conociera en su periodo como directivo. Es insistente en el tema de 
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investigación, sin embargo el estudio se limita a una selección de casos cuyo criterio de 
selección consistió en el periodo en que se sucedieron los hechos. En común se tiene el estudio 
del caso Masacre de Mapiripán que permite visualizar a profundidad el tratamiento del caso, 
incluso previo a la incursión paramilitar. Ofrece un amplio panorama de los problemas que 
atraviesa la institución y lo permeado que se encuentra el sistema penal, procesos que impiden 
llegar a la verdad de los hechos que se someten a su estudio, así como el cambio de funcionarios 
y condenas en contra de aquellos que en cumplimiento de sus funciones contrariaban ordenes 
no legal ni constitucionalmente aceptables, sino que respondían a intereses particulares. 
(Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 2005) 
      El tema abordado en ésta investigación no se conforma a resultados que permitan concluir 
que el Estado colombiano está fallando en el tema investigativo, pues bastaría con enumerar 
conceptos de la Corte y evidencias de casos tanto en el territorio nacional como en la 
jurisdicción interamericana, más bien pretende servir de parámetro de evaluación institucional, 
e incluso constitucional. No solo para implementar planes de acción que pueden efectuarse en 
el curso de las investigaciones sino incluso antes de que estas lleguen a producirse, 
identificando en primera medida las causas del fenómeno 
     La relevancia del tema trasciende el tema de protección de los Derechos Humanos 
Fundamentales, reconocidos tanto en el ámbito interno como en el internacional, se trata aquí 
no de un tema exclusivo de principios. Para nadie es un secreto que las condenas económicas 
que se han tenido que asumir a favor de las víctimas, independientemente del mecanismo de 
reparación que se aplique, exige un esfuerzo económico de gigantes proporciones, fondos que 
superan por mucho los seis millones de dólares (U$6’000.000) dineros que no se recuperan de 
ninguna forma y que de cumplir con sus obligaciones, el Estado colombiano no habría tenido 
que asumir.  
     El sistema jurídico interno debería tener la entidad suficiente de responder a todos los 
supuestos facticos que requieran acciones, en el presente caso, de violaciones de derechos en 
general, en este ámbito se extiende la importancia jurídica-científica del presente trabajo, el 
Estado, hasta el momento ha tenido oídos sordos a las voces que claman justicia y a la necesidad 
de ofrecer herramientas efectivas de impartición de la misma. Este estudio ambiciosamente 
pretende cambiar la forma equivocada y sesgada en la que el Estado colombiano proporciona 
resultados, pues de seguir con esta conducta institucional, el peligro frente al desobedecimiento 
social y las consecuencias económicas que de ello se desprenden serán insostenibles.  
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    Referentes teóricos 
     Las garantías y la protección de los derechos humanos a través de herramientas eficaces son 
ejes transversales que enmarcan la presente investigación. Por esta razón, y a fin de construir 
bases fuertes sobre las que se apoye la hipótesis planteada y la tesis defendida sobre las fallas 
en el tema de investigación judicial, el estudio se adscribe en un primer momento a la teoría de 
Montesquieu acerca de la división de poderes como principio constitucional de un Estado 
Social de Derecho, de manera que garantice la autonomía e independencia de cada una de las 
ramas del poder público; en un segundo momento se adhiere a la teoría del garantìsmo 
ampliamente desarrollada por Luigi Ferrajoli que justifica la existencia del Estado y pone en 
tela de juicio su legitimidad, siempre que no sea idóneo para satisfacer las necesidades y los 
derechos de sus asociados. 
     El artículo 113 superior preceptúa que en la estructura del Estado Colombiano son tres las 
ramas del poder público, independientes, pero con una colaboración dinámica para lograr los 
fines esenciales del Estado. A pesar de ello, la norma constitucional en la práctica no permite 
que sea un principio efectivamente acatado. Para el tema que nos atañe, si la separación de 
poderes consiste en que cada rama del poder público debe poseer total autonomía en sus 
decisiones, y la injerencia de las demás ramas del poder público no es permitida, es entonces 
inaceptable que la designación de la más alta autoridad del ejecutivo tenga la facultad de 
nominar al director del ente investigador. 
     Conforme con lo anterior se coincide con la idea de la división de poderes en un sentido 
estricto y formal que propenda a una efectiva aplicación y de acuerdo con Montesquieu se 
acepta que: 
     No hay tampoco libertad si el poder judicial no está separado del legislativo y el ejecutivo. 
Si está unido a la potestad legislativa, el poder de decidir de la vida y la libertad de los 
ciudadanos será arbitrario, porque el juez será al mismo tiempo legislador: si está unido al 
poder ejecutivo, el juez tendrá en su mano la fuerza de un opresor. Todo estaría perdido si el 
mismo hombre o el mismo cuerpo de los próceres o de los nobles o del pueblo, ejerciese estos 
tres poderes (…) (Montesquieu, 1906). (Subraya fuera de texto).     
    Al no tomar el postulado en su literalidad, podría concluirse que la importancia de esta 
división consiste en que las cabezas, que, aunque forman parte de un solo cuerpo, no pueden 
ser gobernadas unas por otras, pero todas estas sí se encuentran sometidas a la fuerza obligatoria 
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que emana de la constitución. De no considerarse este postulado en su amplia dimensión, se 
estaría frente a un gobierno despótico y monárquico disfrazado de democrático.  
     La división de poderes  ha dado lugar a diversas interpretaciones, García Roca,  basado en 
el estudio que Vallet de Goytisolo  realiza sobre el espíritu de las leyes de Montesquieu, 
establece que división no significa separación sino no confusión, este autor considera que la 
separación absoluta de poderes es inviable en la práctica. (Garcia Roca, 2000). En 
consecuencia, interpretado de esta forma o de aquella, la no confusión conlleva de suyo tareas 
y objetivos separados, persiguiendo fines específicos con parámetros inicialmente establecidos 
desde la conformación del Estado. En esto consiste la justificación de que se constituya un 
Estado organizado, bajo unas directrices que se encuentran dispuestas por la Constitución que 
lo regirán. Ahora bien, el hecho de perseguir los fines que esta dicta, no necesariamente quiere 
decir que deban ser directa o indirectamente tomadas por el ejecutivo o por cualquiera otra de 
las ramas del poder público, subordinando a las demás. 
     Es así como “Sin el juego de las diversas reglas de la división de poderes, no existe ni Estado 
de derecho, ni democracia, no consiste solamente en un principio institucional en la 
organización de los poderes constituidos, sino algo de mayor calado “un postulado dogmático” 
(…) Ningún poder constituyente verdaderamente democrático sería capaz de desconocerlo, 
pese a su carácter factico e ilimitado que integra el concepto sustancial de constitución” citando 
a Lucas Verdu. (Garcia Roca, 2000) 
     No se rechaza en general el hecho de la imposibilidad de una separación absoluta en el 
entendido que cada institución esta ineludiblemente ligada a toda la estructura del Estado, pero 
se insiste en que la independencia de cada rama y cada órgano debe ser estricta para garantizar 
a cada asociado la imparcialidad y neutralidad en las decisiones, decisiones que incluso puedan 
llegar a afectar a quienes dirijan entidades que ejerzan funciones en las demás ramas del poder 
público. Como se expresó en líneas anteriores, y como se pasará a demostrar, las decisiones de 
la fiscalía como ente investigador están sesgadas en su mayoría por intereses del ejecutivo e 
incluso por poderes no reconocidos constitucionalmente, pero con la fuerza suficiente para 
ignorar la constitución y las leyes como se demostrará en el siguiente capítulo. 
     Es así como se insiste en la imperiosa necesidad de separar cada función del Estado, la 
función legislativa de la judicial y estas del ejecutivo, ¿Cómo? esencialmente que la 
designación de aquellos no dependa de la decisión de éste. Para el cumplimiento de tal 
aspiración sería necesaria una reforma constitucional e institucional.  
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    Por su parte la teoría garantista de Luigi Ferrajoli complementa los presupuestos anteriores 
en el campo de la eficacia del derecho, siendo que, una vez formalizada constitucionalmente, 
como debe ser la división de poderes en estricto sentido, es imprescindible su aplicación 
práctica, aplicación, entendida como lo refiere el profesor Norberto Bobbio, basado en los 
estudios de Alfred Vonn Verdross, quien expone las tres formas de aproximarse al derecho así: 
el ideal, que se complementa con el valor de la justicia; el formal, que se complementa con la 
validez;  y el practico cuyo complemento se encuentra en la eficacia, en la medida de que la 
norma sea acatada por los asociados (Bobbio, 2012). La eficacia de las normas jurídicas 
desplaza la formalidad que ellas encierra y son apropiadas en la medida de su aplicación, deben 
trascender al texto constitucional o a la formalidad del procedimiento, son eficaces teniendo en 
cuenta el nivel de su práctica (Hierro, 2003) 
     Ahora bien, en el tema de legitimidad, Ferrajoli en un primer momento desarrolló el 
garantìsmo desde el ámbito del derecho penal, posteriormente hizo extensivo sus estudios al 
garantìsmo estatal, constitucional, internacional etc. 
     En la esfera constitucional, la teoría del garantìsmo ha sido enfocada al tema de  legitimidad 
del Estado, para él, un Estado será legítimo en cuanto cumpla con los preceptos en derecho que 
hayan sido desarrollados para proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
(Ferrajoli, 2010) 
    La teoría de la democracia es discutida en sus diferentes percepciones, Ferrajoli describe un 
paradigma entre la norma y la democracia constitucional, ¿qué entendemos por democracia?, 
tal vez sea la participación del pueblo, tal vez la razón de la mayoría sobre la minoría. Las 
acepciones de democracia no son homogéneas, lo que sí debe serlo, es la acepción de derechos 
humanos a la cual se inscribe un Estado firmante de convenios internacionales en donde se 
compromete a su respeto y protección. 
    Rovetta Klyver (2009) analiza la teoría del garantismo y el constitucionalismo a nivel global, 
considera que el derecho desde los romanos ha tenido una tendencia a la expansión tanto en los 
territorios como en el campo de cobertura universal, así se desarrolló lo que hoy conocemos 
como el derecho de gentes, en donde se hace necesaria la existencia de un constitucionalismo 
global o internacional, en en el cual el respeto de los derechos humanos sea eje central. Parte 
de una máxima propia de Ferrajoli sobre el diseño cosmopolita de una sociedad, de la cual se 
infieren dos consecuencia: “a. El clásico derecho de gentes hoy puede traducirse en derecho 
internacional de los derechos humanos y b. la declaración universal de los derechos humanos 
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con todos los convenios que lo desarrollan, constituye un embrionario constitucionalismo 
global” (Rovetta Klyver, 2009) 
     Conforme a lo anterior, las teorías seleccionadas para dar solución al problema jurídico 
planteado son suficientes si se tiene en cuenta que lo pretendido es introducir una verdadera 
autonomía en las instituciones y de otro lado, revestir de legitimidad al Estado siempre que con 
la implementación de dicha autonomía, el nivel de garantías y protección que ofrezca, sea sino 
suficiente, al menos si aceptable. 
    Fisuras y brechas epistémicas 
     La fisura queda determinada en la posibilidad de que las investigaciones que hasta el 
momento se han realizado frente al tema, no han abordado en un primer plano el tema de la 
investigación en sentido estricto y en un segundo plano, no identifican el origen del problema 
jurídico abarcado por la presente investigación. La brecha por su parte se encamina a proponer 
una solución a partir de la relación disciplinar axiológica y el enfoque positivista planteados.  
     La brecha de la investigación, estará entonces encaminada a dar una solución o propuesta 
jurídica para la hipótesis sea o no está comprobada en nuestro último capítulo. Dichas 
soluciones tendrán que ser de carácter legal pues, si es corroborada la hipótesis según la cual 
la debilidad de los protocolos y de las instituciones ha sido el principal problema para dar 
cumplimento a los convenios internacionales, entonces dichos protocolos deben ser regulados.  
     Para materializar la metodología descrita anteriormente la constitución en su artículo 374 
autoriza a reformar la constitución, permitiendo hacer uso de cualquiera de las vías que la 
misma establece, no obstante, si la propuesta deviniera del Congreso o del Gobierno, no se 
esperaría un proyecto de tal envergadura y esto no obedece al respeto reverencial frente al texto 
constitucional, en este tópico se habla de temas de corrupción, conveniencia, criminalidad entre 









CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS DE CARA A LA 
OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR POR PARTE DEL ESTADO COLOMBIANO 
 
    Las normas establecidas en la Convención Interamericana de Derechos Humanos que 
obligan a los Estados firmantes, contienen como parte de la protección y respeto a los derechos 
humanos el deber de investigación y el respeto a las garantías judiciales de los particulares 
respecto a las entidades públicas encargadas de esta función. 
    Los casos allegados a la Corte I.D.H.  contra Colombia, presentan un factor en común, 
consistente en la negligencia en el tema de investigación de los hechos, situación que permite 
al tribunal proferir las condenas que atribuyen la responsabilidad internacional. 
    El Estado Colombiano durante el período de 2004 a 2010, ha sido conminado a investigar 
en un tiempo prudencial y razonable los hechos que enmarcan cada situación para condenar a 
los responsables de lo ocurrido, labor que se supone, debió desarrollarse por las entidades 
competentes antes de que los hechos llegaran al conocimiento del Sistema Interamericano.  
    Para desarrollar este capítulo se acentuará la relación que existe entre el articulado de la 
Convención, la constitución política de Colombia y los pronunciamientos de la Corte 
Constitucional sobre el carácter vinculante de las disposiciones por las cuales hemos sido 
juzgados internacionalmente, así como de otras consideraciones del tribunal sobre el bloque de 
constitucionalidad. 
 
    El punto referente a la investigación se encuentra en dos artículos específicos de la 
Convención, por un lado, el artículo 8 sobre garantías judiciales en el cual se tratan 
principalmente los principios propios al debido proceso como el derecho que tiene toda persona 
a ser oída por un juez o tribunal competente independiente e imparcial. En este artículo se 
contempla todo lo referente al proceso de investigación penal y los derechos del inculpado 
(traductor oficial, comunicación, defensa, no autoincriminación, etc. 
 
     La disposición puede ser observada  desde dos perspectivas: desde el punto de vista del 
presunto responsable de la vulneración de derechos humanos y  los derechos de que es titular, 
los cuales debe ejercer para su defensa; y por supuesto, desde el punto de vista de las garantías 
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a las que debe acceder la presunta víctima de las vulneraciones a sus derechos humanos, 
garantías dentro de las que se encuentra  el derecho a que su caso sea oído y atendido ante la 
jurisdicción interna con el fin de obtener justicia. 
 
     Siguiendo esta línea, en  el artículo 25 referente  a la protección judicial, se expresa 
taxativamente el derecho que tiene toda persona a un recurso sencillo y ágil en la jurisdicción 
interna, Los preceptos aludidos son, en teoría acatados por los Estados miembro de la 
convención, así lo señala la legislación interna colombiana en el artículo 93 de la Constitución 
Política cuando reconoce primacía a los tratados y convenios sobre derechos humanos y en el 
artículo 94 donde se reconoce el carácter inherentes de estos a la persona. 
 
    No es solamente este artículo el que vincula a nuestro país con las obligaciones 
internacionales presuntamente vulneradas en los casos estudiados por la Corte IDH desde el 
año 2002, debemos tener en cuenta el artículo 1.1 de la Convención, parámetro general en el 
acatamiento y respeto de los derechos humanos, en donde se conmina a cada Estado a respetar 
y hacer cumplir lo derechos humanos y libertades contenidos en la misma, así como a garantizar 
su libre y pleno ejercicio. 
 
    D’empaire (2013) en su opinión al respecto expone la importancia y magnitud del artículo 
25 en virtud de la eficacia de los preceptos de la Convención, se refiere a las garantías 
protegidas como el mecanismo que ha permitido a la Corte englobar los beneficios y 
características propias al derecho de amparo en el ámbito internacional, para hacer dicho 
estudio se ha tomado como referencia la Opinión Consultiva de la Corte IDH OC-8 del 30 de 
enero de 1987. Manifiesta igualmente que el recurso con el cual deben contar los ciudadanos 
no es cualquier mecanismo que establece el Estado para acudir a los entes públicos encargados 
de investigar, dicho amparo o mecanismo debe ser una garantía judicial, la cual debe ser 
sencilla y breve. Sin embargo, una cualidad especial del mecanismo es que debe ser resuelto 
en un plazo razonable, para la Corte de nada vale el mecanismo si no va de la mano de una 
respuesta efectiva. Además, “La característica de “brevedad”, o la necesidad de verificar en los 
procesos las garantías judiciales, entre ellas la del principio del plazo razonable, es fundamental 




     Se ha concluido que la responsabilidad estatal no culmina con la emisión de una sentencia, 
sino que se debe continuar con el cumplimiento de la misma, las autoridades estatales están 
obligadas a garantizar los medios por los cuales se hará realidad lo dispuesto en el fallo. 
 
     La Corte I.D.H. en el año 1987, atiende el requerimiento de la Comisión IDH sobre la 
protección del derecho al Habeas corpus como un mecanismo breve y sencillo para acudir a 
los jueces, esto en virtud de saber si el mismo puede ser suspendido en estados de excepción. 
Para dar respuesta a este requerimiento la Corte ha hecho una evaluación de los artículos 27.2, 
7.6 y 25.1 de la Convención, interpretándolos en conjunto al artículo 8 sobre garantías 
judiciales. Como ya se reseñó precedentemente estos artículos son dirigidos a contextos 
diferentes, pese a ello la Corte los une como dos temas interdependientes; para el caso bajo 
estudio las garantías judiciales (entendidas como el debido proceso) tienen una estrecha 
relación con el derecho de amparo y es una guía fundamental para establecer la interpretación 
de este mecanismo de protección. 
 
    El análisis de los artículos en mención se hizo primero de forma individual, para ello la Corte 
expuso los eventos en los cuales es permitido para los Estados suspender legítimamente el 
ejercicio de ciertos derechos en tiempo de guerra, la Corte reitera que no siempre dicha 
suspensión es legítima y las mismas no valen si no están debidamente justificadas y atentan 
contra el sistema democrático. De esta manera, se advierte la estrecha relación de los artículos 
de la convención en donde uno puede ser la garantía de los demás, así por ejemplo, la Corte no 
puede estudiar los alcances del artículo 27.2 (suspensión de derechos) si no tiene en cuenta el 
artículo 25 (sobre garantías judiciales) pues ha advertido en este concepto la relación entre 
derechos y garantías, en donde algunos artículos son el género que protegen a otros catalogados 
como las especie.3 Para la Corte: 
 
    De acuerdo con el artículo 1.1, en cuanto las garantías, se crean con el propósito de 
efectivizar la protección de los derechos. Se obedece en este sentido, frente a la obligación, no 
solo de reconocimiento y protección de los mismos, sino de asegurar su ejercicio para lo cual 
debe ofrecer garantías efectivas. (Opinión consultiva, 1987) 
 
                                                          
3 Esto se puede observar entre los artículos 7 (Derecho a la libertad personal) y 25 (recursos breves y sencillos 
de protección). Convención Interamericana de Derechos Humanos. 
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     Bajo el estudio del recurso de Hábeas Corpus, las interpretaciones sobre las garantías 
internas se hacen a nivel macro, esto quiere decir que la protección que conlleva la no 
suspensión de recursos como el mencionado, deriva en la innegable protección al recurso de 
amparo en su sentido más amplio, los procedimientos judiciales ordinarios en este sentido 
deben ser idóneos e indispensables cuya materialización se obtiene a través de la intervención 
de un órgano independiente e imparcial. 
 
     La opinión consultiva finaliza con una reflexión muy importante en la cual la pregunta 
formulada radica en si debe considerarse el artículo 25 como una garantía indispensable dentro 
de la protección del artículo 27, es decir que la ejecución de un recurso sencillo no puede ser 
suspendida en ningún caso. La respuesta es positiva y, de esta manera, se observa como el 
estado colombiano ha hecho una suspensión implícita al ejercicio de los recursos efectivos por 
parte de las víctimas directas e indirectas en los casos bajo estudio, como se verá en capítulos 
posteriores, en donde se demuestra la falta de acción por parte de las autoridades que ayudaban 
a los perpetradores de las masacres. 
 
    Consideraciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos frente a la 
obligación de investigar por parte del Estado Colombiano. 
 
     De acuerdo con la obligación de investigar, se establece que los órganos que hacen parte 
del plan de acción de protección de derechos humanos, están obligados igualmente a observar 
que los Estados cumplan con sus obligaciones y conforme con las consideraciones del Alto 
Comisionado para DD.HH., los funcionarios del Estado Colombiano no puede en ningún 
momento actuar en contraposición a las interpretaciones que aportan las autoridades 
internacionales, ajustados al mismo tiempo a los principios consagrados por el Pacto de Nueva 
York y a los preceptos del Pacto de San José, todo aquello en torno al derecho al debido proceso 
y las garantías judiciales. En estos estándares, se abordan materias como la competencia, la 
independencia e imparcialidad del tribunal juzgador, a fin de poder llegar a establecer un 
“procesamiento justo” (Alto comisionado para los derechos humanos, 2005). 
     En particular, la Corte I.D.H. ha establecido algunas condiciones mínimas que frente a esta 
obligación tienen los Estados, y la aborda en una doble dimensión, encierra  “el deber de 
investigar y sancionar los hechos, como una obligación estatal”, estándares que se han 
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establecido a lo largo de la jurisprudencia de la Corte I.D.H. (Quinche Ramirez, 2009) y que 
van más allá de lo que establece la Convención. 
     Aun así, ha sido una constante a lo largo de los casos puestos en conocimiento del Sistema 
I.D.H. contra Colombia, la violación del derecho al debido proceso, derecho 
constitucionalmente protegido y que además forma parte de la lista de derechos fundamentales 
reconocidos. Esta vulneración evita que las victimas accedan al derecho a una correcta 
impartición de justicia.  Dentro del derecho al debido proceso se encuentra implícita la 
obligación de ofrecer a las victimas la debida diligencia en el proceso de investigación judicial. 
     De acuerdo con los lineamientos de la Corte I.D.H. la obligación de investigar no se agota 
con que en el ordenamiento jurídico existan procedimientos que busquen el esclarecimiento de 
los hechos que constituyen violaciones a derechos humanos, al respecto, la Corte señala que 
las víctimas de violaciones de derechos humanos deben contar con amplias ventajas en el curso 
de la investigación y el trámite judicial, consistiendo ello en la oportunidad de participar en el 
proceso judicial y que sean escuchados, desde que inicia el proceso, hasta su culminación así 
como en la obtención de una compensación justa. (Caso la masacre de Mapiripán Vs. 
Colombia, 2005) 
     Antes de examinar el caso colombiano, se enumerarán algunos de los conceptos que a lo 
largo de su jurisprudencia la Corte I.D.H. ha desarrollado y que son fundamentales a la hora de 
evaluar la efectividad y el acatamiento de protocolos en el proceso investigativo judicial, a fin 
de determinar cuáles de estos han sido ignorados en procesos internos. 
    Estándares Mínimos En Materia De Investigación4 
    Plazo Razonable 
     De acuerdo con el tiempo empleado en las investigaciones, la Corte Interamericana 
establece como elementos a tener en cuenta para evaluar la razonabilidad del plazo los 
siguientes:  
     “a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las 
autoridades judiciales. No obstante, la pertinencia de aplicar esos tres criterios para determinar 
                                                          
4 Los conceptos que se estudian a continuación fueron tomados en su mayoría de las sentencias bajo estudio, 
en los que la Corte Interamericana insta al Estado Colombiano a observar en el ámbito de la investigación. 
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la razonabilidad del plazo de un proceso depende de las circunstancias de cada caso”. (Caso 
Masacre de la Rochela Vs. Colombia, 2007) 
    Ejecuciones Extrajudiciales 
     Las autoridades estatales que conducen una investigación deben intentar como mínimo 
      “a) identificar a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con 
la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los responsables; 
c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se 
investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier 
patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y e) distinguir entre muerte natural, 
muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la 
escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, 
por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados” (Naciones 
Unidas, 1991)  
    Jurisdicción Penal Militar 
     Para la Corte I.D.H el derecho al juez natural, se encuentra vulnerado, cuando la justicia 
penal militar se instaura como competente sobre un asunto del que debería conocer la justicia 
ordinaria, este derecho al juez natural para la Corte se encuentra estrechamente ligado al 
derecho de acceso a la justicia. (Caso Casillo Petruzzi y otros Vs.Peru, 1999)  
     Es extensa la lista de omisiones en las que el Estado colombiano ha incurrido, 
desafortunadamente ha sido lo habitual en todos los casos sometidos a la competencia de la 
Corte I.D.H., es entonces innegable que se constituyó, o mejor, se evidenció un problema 
estructural que ha vulnerado Derechos Humanos y fundamentales en el Estado Colombiano. 
     El fenómeno de la impunidad ha estado presente en estos procesos, impunidad entendida 
como “la inexistencia, de hecho o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los autores 
de violaciones (…) porque escapan a toda investigación con miras a su inculpación, detención, 
procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, condena a penas apropiadas (…)” 
(Gómez Isa, 2008) citando a Diane Orentlicher5, por su parte la Corte I.D.H. la define como 
“la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de 
                                                          
5 Profesional independiente, quien se encarga da actualizar todos los principios para la lucha contra la 
impunidad, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de febrero de 2005 p.6.  
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los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana” 
(Caso la masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2005). La falta de estos elementos en las 
investigaciones, fomenta, de acuerdo con el análisis realizado por la Corte, la repetición de las 
violaciones de Derechos Humanos. 
     Para la Corte, los procedimientos realizados por las autoridades colombianas se puede 
calificar como: “cosa juzgada fraudulenta” (Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 
2006), es decir, el Estado colombiano se encuentra en imposibilidad de incluir los casos bajo 
estudio en el efecto de cosa juzgada, que deben producir  las sentencias, a nivel interno, ni que 
decir en el ámbito internacional. 
     Las afirmaciones de la Corte se encuentran sustentadas plenamente a lo largo del estudio 
que frente a cada caso realiza esta corporación contra Colombia, a lo largo de los casos que el 
hecho de permitir las ejecuciones extrajudiciales, así como la omisión en materia de 
investigación, la inexistencia de sanciones por estos hechos, convierte al Estado en artífice en 
la violación de los derechos consagrados y reconocidos en la Convención, tanto de las víctimas 
directas, como de sus familiares. (Caso la masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2005) 
     En cuanto al tema de las reparaciones, entendidas como aquellas medidas cuyo objetivo 
consiste en hacer desaparecer las consecuencias de violaciones. Esta reparación abarca el plano 
tanto material como inmaterial y las mismas deben ser consecuentes con las condenas en cuanto 
al intento de resarcir con la reparación el daño causado a la víctima, la relación causa efecto 
que se encuentra descrita en la sentencia por los hechos probados y finalmente con la condena 
y reparaciones establecidas. (Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, 2005)  
 
     Conforme con esta consideración, la naturaleza de las condenas dirigidas a investigar, 
obligan al Estado a condenar a los responsables de los hechos violatorios al derecho de los 
derechos humanos, este deber de investigar, se convierte en una obligación que en la práctica 
no debería convertirse en una que se ejecute en determinados casos, es decir solo si llega a 
instancia de la Corte Interamericana. El sistema de responsabilidad penal, todos los 
procedimientos que hacen parte del plan de acción del Estado en contra de actos que atentan 
contra los bienes jurídicos protegidos por la constitución y las leyes, debería bastar a nivel 
interno, tanto, que su efectividad no ponga en duda su institucionalidad y eficacia frente a la 




     Para citar solo algunos de los casos concretos, en la masacre de la Rochela, la Corte I.D.H. 
establece que la violación a las garantías judiciales fue ocasionada por la negligencia en la 
investigación, la presencia de amenazas tanto de funcionarios como de las víctimas y familiares 
en el proceso, obstrucción en los procesos investigativos y la intromisión de la justicia militar, 
violando como ya se expresó el principio del juez natural. 
     Se insistió en este caso que después de dieciocho años de la masacre, no es aceptable que 
se hubiesen condenado solamente 6 militantes del grupo Los Masetos, un directivo del grupo 
paramilitar Asociación de Ganaderos y Campesinos del Magdalena Medio y un sargento, este 
último por el delito de encubrimiento, además de lo anterior se constata que solamente en el 
año 2009. (Resolución de supervisión de cumplimiento, 2010)  
     El sistema de investigación judicial  colombiano, a criterio de la Corte I.D.H., no solo no es 
idóneo, se agrava la situación al descubrir que las mismas instituciones obstaculizan el proceso 
de investigación,  por  demoras injustificadas en los actos procesales y más grave aún que 
afirme la Corte que solamente algunos años después de la masacre el Estado colombiano 
“mostro un interés serio en investigar”, en otras palabras durante este periodo de tiempo previo 
a la injerencia de la Corte e incluso durante el proceso en esta instancia, la justicia hacia que 
investigaba, pero en realidad no hizo nada. 
     Basada en estas particularidades, la Corte en su evaluación frente al Caso colombiano, 
manifiesta que las violaciones a los derechos a la vida, libertad e integridad personales se 
agravan por las omisiones tanto de las autoridades como de los funcionarios, no se ofrece en 
ninguno de estos estamentos una protección en el proceso investigativo, atribuye la Corte este 
defecto a la falta de mecanismos judiciales efectivos así como aquellos que permitan sancionar 
a los responsables de estos actos u omisiones. (Caso la masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 
2005). 
     Frente a las obligaciones de investigar, la Corte I.D.H dicta y concluye que la medida de 
reparación frente a la obligación de investigar los hechos de este caso presente caso se 
encuentra en proceso de cumplimiento. Considera necesario que, en el plazo establecido el 
Estado realice un informe completo sobre las acciones que está ejerciendo en cumplimiento de 
la misma, a fin de que la Corte I.D.H pueda evaluar la evolución de los procesos. (Resolución 
de supervisión de cumplimiento., 2013) 
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     Sería interminable la lista de referencias que se pueden encontrar a lo largo de la 
jurisprudencia, providencias y documentos de la Corte I.D.H., así como de diferentes autores 
u organizaciones que se han pronunciado sobre el tema de la falta de un procedimiento 
investigativo adecuado que conlleve al esclarecimiento de los hechos que dieron lugar a las 
masacres bajo estudio, así como de otros actos y omisiones por los que ha sido investigado el 
Estado.  
     La anterior evidencia, pone de presente de un lado, la debilidad institucional del Estado 
colombiano y a su vez la fortaleza de las esferas de poder que de alguna forma han tenido que 
ver en estas actividades que han traído como consecuencia la violación de derechos humanos 
fundamentales, que, por demás, todos los Estados parte se encuentran en obligación de 
proteger.  De otro, la contundencia de las declaraciones de la Corte I.D.H. al juzgar incumplida 
esta obligación y de insuficientes los esfuerzos en busca de ese objetivo dejan bastante que 
desear del concepto de justicia que se practica en Colombia.  
    Consideraciones de la Corte Constitucional sobre el Bloque de Constitucionalidad. 
 
    La parte inicial de este capítulo, permite exponer la relación entre la Convención y la 
Constitución interna, que da cuenta de la interdependencia entre derechos y garantía material. 
Se proseguirá con el estudio de los pronunciamientos de la Corte Constitucional Colombiana 
acerca de la vinculatoriedad que tienen estos artículos en la jurisdicción interna. 
 
     La sentencia C-574 de 1992, de la Corte de Oro colombiana, profundiza en el estudio sobre 
la obligatoriedad del bloque de constitucionalidad a nivel interno, en esta oportunidad evalúa 
el protocolo que adiciona los convenios de Ginebra de 1949, y hace referencia a la 
interpretación teleológica y sistemática de su obligatoriedad. 
 
     La interpretación teleológica la sustrae del análisis del articulado y debates frente a la carta 
del 91, en Colombia ninguna constitución había dado tal prevalencia al  derecho internacional 
como lo hace la actual, partiendo del preámbulo en donde se da un especial lugar a la 
integración internacional y en el artículo 9  establece: “Las relaciones exteriores del Estado se 
fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en 




     Es importante anotar la interdependencia expuesta en la sentencia, como se dijo en 
renglones anteriores, en donde se evidencia la estrecha relación que guarda el articulado 
constitucional con los derechos consagrados en convenios internacionales. El tribunal 
constitucional, en vista de la internacionalización del Derecho y de la globalización que incluso 
contiene el aspecto jurídico, debe propender porque su ordenamiento se encuentre en 
consonancia con los preceptos internacionales, es así como evidencia la necesidad que debió 
identificar el constituyente y como consecuencia adecuar el ordenamiento a estas medidas, 
creando instrumentos investidos de características suficientes para efectivizar estos derechos, 
en especial en el tema del proceso investigativo, claro está sin desconocer el ordenamiento 
nacional. (Sentencia C-574, 1992) 
      
     La interpretación sistemática conduce al principio Pacta Sunt Servanda, del que se 
desprende el artículo 9 Constitucional, este principio obliga a Colombia a velar por el 
cumplimiento de los lineamientos que establecen los convenios internacionales. 
 
     La sentencia C-580 de 1992, de control previo de constitucionalidad de la ley 707 de 2001 
aprobatoria de la Convención Interamericana de Sobre Desaparición Forzada de Personas, si 
bien no se habla expresamente de la convención o de los artículos bajo, ha sido relevante en el 
sentido de expresar los mecanismos que debe adoptar cada Estado parte para materializar el 
cumplimiento de los derechos humanos contenidos en el bloque de constitucionalidad. 
 
     La importancia de retomar esta sentencia se fundamenta en relación con las condenas contra 
Colombia por la Corte I.D.H. por el factor de desaparición forzada que ha sido común en todos 
los casos estudiados.  En esta sentencia se ha reiterado que: 
 
     “(…) la obligación de prevenir, sancionar e investigar las desapariciones forzadas que 
ocurren dentro de sus respectivas jurisdicciones no es suficiente para garantizar la eficacia de 
los derechos que se pretenden proteger.  La selección de los mecanismos de protección 
adecuados, la determinación de la forma de desarrollarlos y la creación de mecanismos de 
cooperación internacional resultan determinantes a la hora de garantizar la eficacia pretendida” 
(Sentencia C-580 , 2002) 
 
     En la revisión que hace la Corte del tratado desde el punto de vista material, se evidencian 
los compromisos internacionales que adquiere el Estado al ratificar este instrumento 
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internacional, advierte que el texto per se del tratado no se destina a establecer las medidas 
correctivas o de prevención a la desaparición forzada sino que es el Estado internamente quien 
debe implementar las medidas de investigación y prevención a este delito, a través de una 
selección de mecanismos adecuados de protección y el establecimiento de herramientas de 
cooperación internacional que a la postre son determinantes en temas de garantías. (Sentencia 
C-580 , 2002) 
 
    Mediante auto 275 de 2011 la Corte conoce sobre el tema del incumplimiento de la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) referente a la sentencia de tutela T-
724 de 2003, en donde se decidió que la licitación pública 001 de 2011 debía contar con 
acciones afirmativas en beneficio de la Asociación Cooperativa de Recicladores de Bogotá. 
Como esto no fue acatado la representante de dicha asociación allegó su petición a la corte con 
el fin de hacer valer sus derechos. Es relevante para el caso bajo estudio, ya que la Corte es 
enfática al decir que el derecho a la administración de la justicia reconocido por el Bloque de 
Constitucionalidad “no se agota con la decisión de fondo sino se extiende hasta el 
cumplimiento y protección efectiva de derechos” (Auto 275, 2011) aspecto retomado por la 
Corte IDH al hacer seguimiento de sus fallos de forma periódica y rendir el respectivo informe 
de forma anual por medio de las resoluciones de supervisión que serán expuestas 
posteriormente. 
 
     La sentencia C-135 de 1996, efectúa el estudio previo de constitucionalidad sobre el Decreto 
2238 de 1995, dictado por el gobierno nacional bajo el contexto del estado de conmoción 
interior establecido en el mes de noviembre de esa anualidad. Mediante este decreto el Estado 
establecía medidas para erradicar el secuestro y otros delitos que atentan contra los derechos 
humanos. Es conducente su estudio, teniendo en cuenta que el decreto expedido conserva 
aspectos similares a los que se argumentaban en el decreto 3398 de 19656 que legitimó a los 
paramilitares como fuerzas civiles de autodefensa en un momento en el que nuestro país a 
atravesaba una de las declaratorias de estado de excepción en el siglo XX. 
 
      Aunque el decreto, de acuerdo con lo que lo motivo, pretendía la protección de derechos 
fundamentales, desconoció preceptos constitucionales que a la postre, vulneró en últimas los 
derechos que pretendía garantizar, tal como sucedió con el decreto 3398 de 1965  que se crea 
                                                          
6 Por el cual “Se organiza la defensa nacional”. Adoptado como legislación permanente por la Ley 48 de 1968. 
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como base de apoyo en el tema de seguridad  y a fin de cuentas lo que produjo fue la  
legitimación de la lucha civil armada sin ninguna clase de control.  
 
     La intervención ciudadana expresó su preocupación sobre la facultad que este decreto 
establecía frente a la posibilidad de derogar y reemplazar las normas que le fueran contrarias, 
es decir revestía un poder enorme pues incluso podría derogar incluso leyes que ostentan un 
nivel jerárquico superior7. 
 
     Al respecto la Corte consideró, oportunamente el papel del bloque de constitucionalidad en 
materia de derechos humanos en relación con la normatividad interna. Recordó la Corte que 
hay unos compromisos internacionales en materia de derecho internacional humanitario, y 
derechos humanos en general, a los cuales debe sujetarse el gobierno a la hora de expedir 
decretos legislativos que regulen Estados de excepción. Así mismo, cada decreto debe gozar 
de la respectiva motivación para no vulnerar derechos que según los preceptos de la 
Convención no pueden suspenderse en ninguna eventualidad, motivación que fue desconocida 
a todas luces por los decretos de 1965 en adelante pero no por mera liberalidad sino por la 
diferencia contextual en materia de derecho Constitucional vigente en la época. De acuerdo 
con la Corte: 
 
     “(…) las reglas del derecho internacional humanitario y las disposiciones de la ley 
estatutaria sobre los estados de excepción, integran junto a las normas de la Constitución del 
capítulo 6 del título VII, un bloque de constitucionalidad al cual debe sujetarse el Gobierno 
cuando declara estado de conmoción interior (C.P. art. 214).” (Sentencia T- 136, 1996)   
 La Investigación Colombiana y la Supervisión Interamericana. 
 
     A continuación, se realizará un breve recuento de las actuaciones del Estado colombiano en 
lo referente al tema de investigación en los casos bajo estudio, que, una vez evaluadas por la 
Corte I.D.H, fundamentaron las condenas contra Colombia 
                                                          
7 La referida sentencia resalta la necesaria y debida motivación de las cuales deben gozar los Decretos para que 
los mismos tengan la facultad de suspender leyes ordinarias que sean contrarias al Estado de excepción. Sin este 
requisito se estaría frente a la vulneración no solo de la Constitución sino del ordenamiento jurídico en general. 
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Caso 19 Comerciantes (2004) 
 
    Breve resumen de los hechos 
     Los hechos se desarrollan inicialmente con la desaparición forzada de 17 comerciantes (y 
dos de sus familiares), quienes transportaban mercancía de Cúcuta hasta Medellín tomando 
rutas alternas con el fin de evitar el pago de peajes y cobros realizados por grupos ilegales para 
permitir el paso. Los hechos tuvieron lugar el mes de octubre de 1987, en los que participaron 
grupos paramilitares, agentes de la policía y del ejército, quienes –según la versión de los 
familiares- no podían permitir que los comerciantes se movilizaran sin realizar los pagos que 
estos grupos establecen, pagos que comúnmente se han conocido como “vacunas”. 
    Tras varios días de desconocer su paradero, los familiares de las víctimas organizaron 
comisiones de búsqueda en el territorio donde tuvieron lugar los hechos, allí se encontraron 
con diferentes versiones de habitantes de la zona, en donde afirmaban que sus seres queridos 
habían sido retenidos, robados y posteriormente asesinados. Después de varios viajes y 
búsqueda de los comerciantes los familiares deciden acercarse a las autoridades pertinentes con 
el fin de encontrar una respuesta sobre la “suerte” de los mismos, sin obtener la ayuda necesaria 
por parte de las autoridades competentes. (19 comerciantes Vs Colombia, 2004) 
     La Corte IDH da como probados los hechos relatados por los familiares y por el informe 
del perito del caso en donde se solicita la investigación y esclarecimiento de la verdad del caso 
como principal reparación de los familiares de las víctimas directas.  
     
     La investigación 
    La Comisión Interamericana en su informe, conmina al Estado colombiano a través de 
ciertas recomendaciones con el fin de llegar a una solución amistosa del caso, pese a ello el 
Estado con base en la jurisprudencia emitida por los Tribunales ordinarios sobre lo sucedido, 
decide no conciliar amistosamente por lo que el proceso sigue su curso normal ante la Corte 
I.D.H.  
     La investigación interna inició en el año 1987, en cabeza del Juez de instrucción criminal 
de Cimitarra (Departamento de Santander) posteriormente se trasladó el proceso al Juez octavo 
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de instrucción criminal de San Gil (Departamento de Santander, para terminar en el despacho 
del Juez Dieciséis de instrucción criminal de Tunja (Departamento de Boyacá) presentándose 
un conflicto de competencia que fue decidida por la Corte Suprema de Justicia en 1989. 
     En el año 1995, el proceso se encontraba en la Fiscalía Regional de Cúcuta, desde allí se 
abrieron las investigaciones formales de varias personas indiciadas de haber participado 
directamente en los hechos ocurridos en contra de los 19 comerciantes. Durante los años 1996 
y 1997 se surtieron diferentes etapas del proceso penal y se dictaron condenas en contra de 
varios de los investigados por los delitos de homicidio y secuestro extorsivo, pese a ello las 
condenas fueron revocadas por el Tribunal, por la errada adecuación típica de las conductas 
investigadas. 
     En 1996 surge un conflicto de competencia entre la jurisdicción militar y la jurisdicción 
ordinaria, que finalmente se concilio, dejando el caso en manos de la jurisdicción militar, en 
donde se argumentaba que los actos se habían cometido con ocasión a funciones propias de las 
fuerzas armadas del Estado. El argumento no fue aceptado por el Fiscal Regional de Cúcuta 
quien insistía en la falta de relación entre las funciones de los agentes del Estado y los delitos 
cometidos. Para la Fiscalía de la Unidad Nacional de Derechos Humanos “tales 
comportamientos punibles no pueden constituir un pretexto de que se desarrollaron en 
cumplimiento de funciones, como expresiones indirectas de las funciones específicas del cargo 
que desempeñaban” (19 comerciantes Vs Colombia, 2004) 
 
    Entre 1997 y 1998 se presentaron 17 demandas de reparación directa en contra del Estado 
por parte de los familiares de las víctimas, demandas que fueron unificadas a un solo proceso 
que en el año 2004 (fecha del fallo de la Corte) se encontraba pendiente de auto para correr 
traslado y escuchar los alegatos de conclusión. 
 
    En 2002, la investigación disciplinaria terminó, bajo el argumento del procurador delegado 
de la superación de términos desde que habían sucedido los hechos y los establecidos en la Ley 
200 de 1995 para hacer la investigación pertinente. 
     
Supervisión de cumplimiento 
     La Corte IDH posee una facultad inherente de hacer seguimiento a sus sentencias y vigilar 
el cumplimiento de los Estados miembro de la Convención que, otorga este poder a la Corte 
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bajo los lineamientos de los artículos 62 y el artículo 68.1 en donde se establece que “Los 
Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo 
caso en que sean partes”  
     Para el caso de los 19 comerciantes Vs Colombia, la Corte ha realizado resoluciones de 
seguimiento conforme a los informes entregados por los representantes de las víctimas y el 
Estado colombiano en el año 2006, 2007, 2008 y 2009. La última resolución de seguimiento 
se registra el 26 de junio de 2012 en donde se evidencia el incumplimiento por parte de 
Colombia frente a la obligación de investigar. 
     La investigación a la cual se refiere la sentencia del año 2004, en donde se indica que el 
Estado deberá en un término razonable adelantar todos los trámites y diligencias pertinentes 
para encontrar a los responsables  de la desaparición de los comerciantes en Puerto Boyacá ha 
sido un punto no acatado, pues si bien se ha destinado esfuerzos con el fin de cumplir con dicho 
fin, a la hora de rendir los informes de cumplimiento las autoridades colombianas se quedaban 
cortas con la información del caso en donde se puntualizara la debida investigación de los 
hechos.  
     Las víctimas por medio de sus representantes han expresado su preocupación por la 
impunidad en la que ha quedado el caso, pues las autoridades colombianas no presentan 
avances sustanciales luego de 24 año de ocurridos los hechos (29 años a enero de 2016). El 
Estado ha alegado en sus informes la falta de competencia que tendría la Corte para interferir 
en los procesos penales que se adelantan nacionalmente para condenar a los culpables y se 
niega a dar información expresa bajo el argumento de que la misma se encuentra en estado de 
reserva. Por su parte la Corte recuerda, que no es intención suya verificar como operan los 
procedimientos internos, sino que se debe dar detalle de los avances de la investigación con el 
fin de dar cumplimiento a los establecido en el año 2004 de lo contrario el Estado estaría 
incumpliendo con lo fallado. 
      Esto se infiere del hecho de que uno de los posibles militares responsables de lo sucedido 
y quien probablemente sabía del paradero de las víctimas haya muerto sin concluir la 
investigación que se adelantaba en la Fiscalía General de la Nación. Colombia se defiende 
señalando que antes del fallo ya había cinco condenas a civiles que presuntamente tenían que 
ver con los homicidios y desaparición de las víctimas. 
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      Sobre la investigación para encontrar los restos de las víctimas y devolverlos a sus 
familiares, la Corte advierte con preocupación la falta de acciones para acatar este punto, si 
bien el Estado a raíz del caso de Mapiripán creó el Centro Único Virtual de Identificación 
(CUVI) las labores realizadas por el mismo evidencian que desde el año 2010 no se ha hecho 
nada para encontrar a los comerciantes y que el plan de ejecución (estructurado por fases) nunca 
avanzó: 
 “la Corte destaca que el Estado no ha brindado información detallada sobre las acciones o 
diligencias desarrolladas después del 2010 en la ejecución del referido plan de búsqueda, ni 
tampoco de los posibles resultados obtenidos. Asimismo, el Tribunal observa que luego de casi 
ocho años desde la notificación de la Sentencia, el Estado aún no ha avanzado más allá de la 
primera fase (recolección de información) en la ejecución del referido plan de búsqueda. Según 
la información proporcionada por Colombia, las autoridades a cargo de esa primera fase 
inclusive recomendaron realizar nuevamente actividades de investigación en las riberas del río 
Magdalena, debido a que las realizadas resultaban insuficientes. Igualmente, la Corte observa 
que desde junio de 2010 se ordenó iniciar la segunda fase del plan de búsqueda, pero según la 
información aportada ello aún no ha sucedido” (Resolución de Seguimiento, 2012) 
 
    Caso Gutiérrez Soler sentencia (2005) 
 
    Breve resumen de los hechos 
    Los hechos que dieron lugar a la sentencia, ocurrieron el día 24 de agosto de 1994. En horas 
de la tarde el coronel Luis Gonzaga Encizo Barón, comandante de la UNASE8 y su primo el 
señor Ricardo Dalel Barón, exteniente del ejército, citaron al señor  Wilson Gutiérrez Soler, 
una vez todos en el lugar, los citantes detuvieron y condujeron a un sótano en el edificio de la 
UNASE al señor Wilson Gutiérrez. 
     Una vez en este sitio y de acuerdo con los hechos probados por la Corte I.D.H., fue 
torturado, obligado a declarar bajo coacción y sin la presencia de su defensor. Como resultado 
de esta declaración el 2 de septiembre de 1994 se inicia un proceso en contra del señor Gutiérrez 
Soler, por el delito de extorsión, se profiere medida de aseguramiento con privación de libertad, 
posteriormente el 25 de enero de 1995 se revoca la medida de aseguramiento y Gutiérrez 
                                                          
8 Unidad Nacional Antiextorsión y secuestro de la Policía Nacional 
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recupera su libertad; el 6 de mayo de 1999 se emitió resolución de acusación, sin embargo, la 
orden de captura fue revocada. Finalmente del 26 de agosto de 2002, es decir ocho años después 
de su detención inicial, Gutiérrez Soler, fue absuelto de  los cargos de extorsión,  por  decisión 
del Juzgado Octavo Penal del Circuito Especializado de Bogotá de acuerdo con la providencia, 
por falta de pruebas y coherencia entre los testimonios del coronel y de su primo. (Caso 
Gutierrez Soler Vs. Colombia, 2005) 
    La investigación 
     El 25 de agosto, de 1994 el señor Gutiérrez Soler, puso en conocimiento de la Fiscalía todo 
lo sucedido; el 26 de agosto del mismo año se inició la investigación en contra de los señores 
Luis Gonzaga Enciso Barón y Ricardo Dalel Barón, ante la jurisdicción penal militar y ante la 
jurisdicción ordinaria, respectivamente. 
     El 7 de febrero de 1995 se inició el proceso en contra del coronel Luis Gonzaga por parte 
del Juez 51 de instrucción penal Militar. Posteriormente el expediente fue remitido a la 
auditoria auxiliar de guerra No. 60  en donde deciden cesar cualquier actuación, por no estar 
debidamente probada.; el 7 de junio del mismo año, la procuraduría considero que los 
elementos probatorios eran suficientes para iniciar el proceso disciplinario en contra del 
coronel, sin embargo, la procuraduría ordena el archivo del proceso, fundamentando su 
decisión en la aplicación del principio Non Bis In ídem de acuerdo con la decisión proferida 
por el director de la Policía Judicial el 27 de febrero de 1995 exonerando al coronel de cualquier 
responsabilidad; Finalmente, el 30 de septiembre de 1998 ceso todo el procedimiento, decisión 
que fuera confirmada por el Tribunal Superior Militar. 
     El 29 de agosto de 1995 se inició el proceso penal en la jurisdicción ordinaria, en contra del 
señor Dalel Barón, el 15 de enero de 1998 la Fiscalía General de la Nación decide precluir y 
archivar la investigación, por considerar que los testimonios recibidos eran catalogados como 
sospechosos, esta decisión fue confirmada el día 8 de junio de 1999 por el Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá. Finalmente el señor Gutiérrez Soler interpone una acción de 
tutela que no fue revisada por la Corte Constitucional. 
     En el proceso ante la Comisión, esta corporación recomienda al Estado iniciar las 
actuaciones tendientes al esclarecimiento de los hechos, aun cuando las investigaciones se 
hubiesen declarado precluidas o reexaminar las causas en la jurisdicción militar. Al respecto, 
en Estado colombiano debía rendir informe acerca de las medidas tendientes a cumplir con 
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dichas recomendaciones. El 24 de marzo de 2004, luego de una prorroga el Estado no remitió 
informe ante la comisión, por lo que esta decide someter el caso ante la Corte I.D.H. 
    Supervisión  de cumplimiento 
     De acuerdo por las ordenes que impartió la Corte I.D.H. en la sentencia de 2005, encuentra 
este alto tribunal adecuada la resolución de la Corte Suprema de Justicia, proferida el 7 de 
septiembre de 2008 en el que declara fundado el recurso de revisión, dejando sin validez todo 
lo actuado en la jurisdicción Penal Militar. Sin embargo, no se obro de igual forma, en el 
proceso adelantado ante la jurisdicción ordinaria.  
    El 9 de marzo, la fiscalía 53 de la Unidad de Derechos humanos, se abstuvo de imponer 
medida de aseguramiento en contra de Luis Enciso Barón, a pesar de las pruebas que lo 
inculpaban, decisión contra la que los representantes expresaron su inconformidad.  
     A pesar de las acciones ejercidas por el Estado colombiano, la Corte I.D.H. establece que 
las medidas adoptadas, relativas a la obligación de investigar los hechos, juzgar y sancionar a 
los responsables e insta al Estado a presentar un informe de los actos tendientes a dar 
cumplimiento con esta orden el 23 de octubre de 2009. (Resolución Caso Gutierrez Soler Vs. 
Colombia Supervisión de cumplimiento de sentencia., 2009) 
 
     Caso Masacre de Mapiripán (2005) 
 
    Breve resumen de los hechos: 
     A mediados de julio del año 1997 un centenar de hombres arribó al departamento del Meta 
provenientes del Urabá antioqueño y pertenecientes a las AUC (Autodefensas colombianas) 
con la colaboración de las fuerzas armadas colombianas quienes los dotaron de uniformes, 
armas y medios de comunicación, así mismo fue facilitado el transporte de dichos paramilitares 
hasta la población de Mapiripán en donde el 14 de julio de 1997 rodearon la zona por vía 
terrestre y fluvial. 
     Los paramilitares se tomaron el pueblo por más de cinco días, secuestraron, torturaron y 
asesinaros a los pobladores sindicados de colaborar con la Guerrilla cuando la misma exigía el 
pago de impuestos, así lo relatan los testigos, quienes recuerdan ver bajo la oscuridad de la 
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noche a sus vecinos llevados al matadero del pueblo en donde se escuchaban gritos de 
desesperación y auxilio por las atrocidades de las cuales estaban siendo víctimas. 
      Las AUC permanecieron en el pueblo hasta el 20 de julio de 1997, dando muerte a 
aproximadamente 49 personas a quienes desmembraron y arrojaron al río Guaviare sin ser 
detenidos por las brigadas militares aledañas al sector.  
    La investigación 
     Según los informes presentados por el Estado, las investigaciones de los hechos en la 
masacre de Mapiripán iniciaron dos días después al abandono del pueblo por parte de los 
paramilitares. Según la Fiscalía General de la Nación el 22 de Julio de 1997 conoció el fiscal 
seccional de Villavicencio quien, por razones de competencia, traslada el proceso al fiscal 
especializado de San José del Guaviare el 23 de Julio del mismo año, curiosamente el mismo 
día viaja al pueblo una comisión judicial para investigar lo ocurrido. 
     En el mes de agosto de 1997 se hacen las exhumaciones de las víctimas que fueron arrojadas 
al río y en septiembre Carlos Castaño, líder paramilitar, reconoce públicamente 
responsabilidad. La investigación continúa en los años posteriores en cabeza de la jurisdicción 
penal ordinaria y, la Fiscalía regional de la unidad de derechos humanos dictó medida de 
aseguramiento en contra de sargentos del Ejercito Nacional por su presunta participación en 
autoría y co-autoría sobre los delitos de terrorismo, homicidio y secuestro agravado. 
     Causa especial atención las fechas expuestas en el fallo bajo estudio, según los informes 
para alegatos finales del Estado, las actuaciones pasaban de una autoridad a otra en fechas muy 
seguidas y el conflicto de competencia empieza a surgir, en 1999 la justicia penal militar 
confirma la competencia de la jurisdicción ordinaria pero la procuraduría general de la Nación 
sugiere la colisión de competencia, posición adoptada igualmente por el comandante del 
ejército en 1999: 
     “El 2 de junio de 1999 el Comandante del Ejército, en carácter de juez militar de instancia, 
promovió ante la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación 
una colisión de competencias positiva con el fin de que la causa pasara a la jurisdicción 
castrense, al considerar que los hechos imputados a los suboficiales José Miller Ureña Díaz y 
Juan Carlos Gamarra Polo y a los oficiales Brigadier General Jaime Humberto Uscátegui 
Ramírez, al Coronel Lino Hernando Sánchez Prado, comandante de Brigada Móvil II, y al 
Teniente Coronel Hernán Orozco Castro, comandante interino del Batallón “Joaquín París”, 
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debían ser investigados y juzgados por la jurisdicción penal militar” (Caso la masacre de 
Mapiripán Vs. Colombia, 2005) 
     De esta manera en los años posteriores la investigación toma un rumbo diferente, pues las 
entidades solo se disponen a decidir quién tiene o no la competencia para investigar sin dar 
respuesta efectiva a las víctimas, la fiscalía y la justicia castrense siguen alegando la injerencia 
exclusiva en el asunto, este conflicto es decidido por el Consejo Superior de la Judicatura a 
favor de los militares y en el año 2001 se emitió condena en contra del general Jaime Humberto 
Uscátegui. Sin embargo, en el año 2002 la competencia es otorgada nuevamente, por la Corte 
Constitucional, a la justicia ordinaria dando nulidad a todo lo actuado (6 años de 
investigaciones que se declararon nulas) dando libertad provisional al General Uscátegui.  
     Una de las víctimas fue quien interpuso tutela para que la investigación fuera llevada de 
forma efectiva por el juez penal ordinario, a la fecha de la sentencia, año 2005, el proceso penal 
continuaba en trámite al igual que las investigaciones en los procesos administrativos y 
disciplinarios. 
    Supervisión de cumplimiento 
     La parte resolutiva de la sentencia emitida por la Corte IDH en el año 2005, es muy similar 
a las demás, la Corte ordena al Estado a investigar los hechos en un plazo razonable, encontrar 
los restos de las personas desaparecidas, brindar atención médica sin ningún costo a los 
familiares identificados en la sentencia, entre otras medidas de reparación. 
     En la resolución de supervisión de cumplimiento del 23 de noviembre de 2012, se establece 
un factor diferenciador al seguimiento de otros casos, en éste en particular el Estado ha 
solicitado que no se reconozca como víctimas a seis personas que se tuvieron como tales en la 
sentencia de 2005 bajo el entendido de que algunos de ellos o sus familiares no habían muerto 
en la masacre. 
    La Corte decide recordar los puntos resolutivos de la sentencia y hace el llamado al Estado 
para que siga haciendo los trámites y procedimientos respectivos para dar por cumplidos los 
mandatos del fallo.  Sobre la investigación no se hace mayor profundización y sobre la media 
en atención en salud y medicamentos de las víctimas se profundiza en la resolución de 
supervisión de seguimiento del 8 de febrero de 2012 común en 9 casos colombianos. 
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    Caso Masacre de Pueblo Bello (2006) 
 
    Breve Resumen de los Hechos: 
     Hacía el año 1990, los paramilitares liderados por Fidel Castaño acusaban a la guerrilla de 
robar ganado de su líder el cual se destinaba al terreno de la finca “La Tangas” razón por la 
cual, decidieron tomar justicia por su propia mano y asaltar a los campesinos de la población 
de Pueblo Bello en el mes de enero, asalto que se convirtió en la desaparición y posterior 
ejecución de más de 37 personas. 
     Según los testimonios y relatos de los familiares de las víctimas en la sentencia bajo estudio, 
la masacre se desarrolló con ayuda de los militares de la zona quienes tenía un retén ubicado 
en San Pedro de Urabá, salida directa de Pueblo Bello. 
     Los paramilitares, autorizados por aquel entonces mediante decreto para hacer justicia 
conjunta a las fuerzas armadas colombianas, argumentaban el cobro de ganado por medio de 
las personas raptadas del pueblo todos hombres, y en su mayoría padres cabeza de familia, 
dedicados a las labores de agricultura y ganado de la zona. 
     En las intervenciones, el Estado Colombiano alega su diligencia a la hora de investigar y 
encontrar a los responsables, según informes presentados a la Corte por medio de la justicia 
ordinaria ya se estaban adelantando los procesos correspondientes y a través de la Procuraduría 
General de la Nación se estaban investigando a los agentes del Estado que presuntamente 
tuvieran que ver con la masacre. 
     En el testimonio rendido por parte de la fiscal Elba Beatriz Silva Vargas se ratifica los 
esfuerzos que se han realizado para encontrar a los responsables de la masacre, tales como el 
establecimiento de grupos especializados en la vulneración de derechos humanos y en la 
búsqueda de los cuerpos de los desaparecidos pese a ello se advierte la tardía respuesta que da 
el Estado a hechos como estos, ya se nombró en la sentencia de los 19 comerciantes, el caso 
Gutiérrez Soler y otros, en donde pese a las denuncias de la comunidad los agentes estatales 
parecen tener oídos sordos y no hay control de los entes correspondientes a estas personas, ello 
se advierte del testimonio de Emiro Gómez cuando relata la denuncia hecha al Teniente 
“Rincón” quien responde a los hechos de forma indignante: 
     “El teniente se enfureció y dijo ‘y ahora por qué sí vienen, cuando se llevaron los ganados 
[de Fidel Castaño] ustedes no vinieron a denunciar eso, pero ahora que se llevan la gente, ahora 
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sí vienen a denunciar eso. Eso seguro se trata de una venganza, ustedes cambiaron la gente por 
ganado’”. (Masacre de Pueblo Bello Vs Colombia, 2006) 
    La investigación: 
     En el mismo año en que ocurrieron los hechos iniciaron las investigaciones pertinentes en 
la jurisdicción interna en Urabá, en 1994 llegó al conocimiento del juez 21 de instrucción penal 
militar, quien en 1995 se abstuvo de abrir una investigación en dicha jurisdicción 
argumentando que no se comprueba ninguna infracción a la ley penal puesto que los 
delincuentes pudieron evitar el retén ubicado en la carretera aledaña a Pueblo Bello. 
     En 1990 también iniciaron las investigaciones pertinentes en la jurisdicción ordinaria, el 
juez 65 de la instrucción criminal de Turbo, recibió las actuaciones y dispuso realizar las 
diligencias pertinentes con el fin de esclarecer los acontecimientos de la masacre de Pueblo 
Bello e individualizar a los responsables autores y participes. 
     Lo particular de este caso es la variedad de juzgados y entidades públicas que fueron parte 
de la investigación, el proceso estuvo en Medellín en conocimiento de diferentes juzgados de 
orden público, quienes repetían las diligencias hechas por otros destinadas a encontrar  a los 
responsables o a esclarecer los hechos, los juzgados emitían resoluciones en donde se abstenían 
de proferir medidas de aseguramiento o a continuar con la investigación, algunas veces 
argumentaban la falta de  pruebas para determinar la violación de la ley por parte de los 
paramilitares y en otras ocasiones no veía pertinente imponer medida de aseguramiento en 
contra de los sindicados. 
     En el mismo año de la masacre los sindicados paramilitares (entre ellos Fidel Castaño) 
fueron detenidos por órdenes del juzgado cuarto de orden público, sin embargo, los mismos 
quedaron nuevamente en libertad 15 días después gracias al Habeas Corpus interpuesto por su 
defensa. 
     El proceso transcurrió así en diferentes entidades, tanto las de jurisdicción ordinaria, 
disciplinaria como militar hasta el año en que la Corte IDH dicto sentencia, fecha en la cual los 
familiares ya había manifestado su preocupación por la demora en la investigación y las 
demandas de reparación directas antes lo contencioso administrativo no habían culminado. 
     Aunque el Estado tenga la disposición de investigar y hallar a los responsables la Corte 
reprocha la forma desordenada e incompetente como se presentan dichas investigaciones (tanto 
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la masacre de Pueblo Bello como la masacre de Mapiripán y la desaparición de los 19 
comerciantes en Puerto Boyacá) el Estado colombiano presenta los requerimientos hechos bajo 
el contexto de la investigación y estudio del caso en la justicia internacional, pero lo hace de 
forma desordenada y sin presentación. (Masacre de Pueblo Bello Vs Colombia, 2006) 
    Supervisión de cumplimiento 
     En la resolución de supervisión de seguimiento hecha por la Corte IDH en el año 2009, 
sobre la obligación de investigar los hechos, el Estado ha alegado el carácter de información 
sumaria y reservada de los documentos que se han entregado o que se dejan de entregar en el 
proceso, a lo que el tribunal ha respondido aludiendo que no remitir la información de los 
procesos penales que se adelantan internamente no puede acaecer en perjuicio de las víctimas  
como ocurre en el caso de Pueblo Bello, se resalta que tres años después del fallo no se 
evidencia un avance sustantivo en materia de investigación, así lo confirma la Corte en el 
documento de la referencia, aduciendo que la relación de vinculados con la de los involucrados 
es insuficiente. Para la Corte I.D.H resulta evidente la falta de acciones dirigidas a la 
identificación de los responsables tanto autores directos como intelectuales, particularmente se 
enfoca a aquellos que son servidores públicos o que prestan su servicio en la fuerza policial o 
militar. (Resolución de seguimiento, 2009) 
     Sobre el punto de identificación de víctimas se infiere la voluntad por parte de las 
autoridades colombianas para cumplir con lo preceptuado en el fallo, se han destinado recursos 
y se han adelantado diferentes diligencias de reconocimiento y exhumación de cuerpos para 
encontrar a las víctimas desaparecidas, así mismo se han enviado comisiones de búsqueda al 
territorio donde ocurrieron los hechos 
    Caso Masacre Ituango (2006) 
 
     Este caso es integrado por masacres que se perpetuaron en diferentes lugares, y fueron 
estudiados de forma independiente por la Corte I.D.H., para coincidir con el examen que realizo 
la Corte en este caso, se abordaran como casos separados para una mejor comprensión de las 





    La Granja  
 
    Breve Descripción de los Hechos 
     A inicios del año 1996, varios sectores manifestaron a las autoridades del departamento la 
preocupación por la posible incursión de paramilitares en Ituango. El teniente quien asistió a 
un concejo municipal de seguridad en el mes de mayo de 1996, manifestó que tenía varios 
retenes instalados y que con estos actos vigilaban a la población. El 10 de junio del mismo año, 
retiraron a los militares a diferentes sectores alejados de La Granja, el día siguiente, el 11 de 
junio ingresaron 22 hombres armados, realizaron ejecuciones selectivas de cuatro personas con 
arma blanca y de fuego, sin ninguna oposición de la fuerza pública. 
     La Investigación 
     El 12 de junio de 1998 se inició la investigación sobre una muerte; el 19 de junio se inició 
la investigación por las otras víctimas. Teniendo en cuenta la complejidad del caso, fue remitida 
la investigación el 20 de noviembre de 1996 a la Fiscalía General de la Nación. 
     De 1996 a 1999 la Unidad Nacional de Derechos Humanos realizo labores investigativas. 
El 17 de junio de 1999, es decir tres años después, la fiscalía emitió resolución de apertura de 
instrucción, se ordenó la detención preventiva de dos civiles que posteriormente fue revocada; 
a cuatro civiles más se les capturo; se procesó a dos agentes estatales por el delito de coautoría, 
por conformar grupos de justicia privada, homicidio agravado y secuestro simple; mediante 
auto se ordena prisión preventiva en su contra. 
     El 2 de junio de 2000 sobre  cuatro miembros de las AUC se emitió resolución de acusación; 
el 30 de agosto de 2001 se emite resolución de acusación contra el comandante de la policía 
quien es condenado a 31 años de prisión por omisión en homicidio agravado con fines 
terroristas, posteriormente la decisión es revocada por el Tribunal Superior de Antioquia, el 12 
de julio de 2004; el 2 de septiembre de 2004, la fiscalía radico ante la Corte Suprema de Justicia 
una acción de revisión contra dicho fallo. 
     El 10 de noviembre de 2003 se emitieron otras resoluciones de acusación contra tres civiles 
por concierto para delinquir, extorsión y terrorismo; también se condenó a otro civil y a un 
capitán del ejército por homicidio agravado y extorsión agravada. 
     El 8 de julio de 2005 condenan a un civil a un teniente del ejército a 31 años de prisión. 
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     En cuanto a los procesos disciplinarios el 4 de mayo de 2000 el procurador delegado archivo 
la indagatoria preliminar que se adelantaba en contra de un mayor, un oficial del ejército y 
algunos tenientes; el 19 de septiembre de 2001 la procuraduría regional de Antioquia resolvió 
prescripción de la acción disciplinaria teniendo en cuenta que habían transcurrido más de cinco 
después de los hechos. 
    El Aro  
 
     Después de los hechos de La Granja, los ciudadanos se comunicaron con las autoridades, 
solicitando medidas de protección a la población sin ninguna respuesta de su parte. 
     El 22 octubre de 1997 aproximadamente 30 hombres armados vestidos con prendas de uso 
militar asesinaron a tres personas; el 23 de octubre procedieron a realizar saqueos y hurtos de 
cabezas de ganado, este día asesinaron a 5 personas mayores y a un menor de 14 años; el 25 de 
octubre reunieron a la población en el parque central asesinaron a 5 personas más. A 17 
personas las obligaron a arrear entre 800 y 1200 cabezas de ganado que sustrajeron de algunas 
propiedades del lugar. 
     Los habitantes expresaron que este hurto de ganado se realizó con la aquiescencia del 
ejercito a quienes responsabilizan de permitir el ingreso de los hombres armados y la omisión 
de asistir a la población, incluso las autoridades impusieron un toque de queda en la población 
para poder evacuar el ganado sustraído. (Caso Masacre de Ituango Vs. Colombia, 2006). 
    La investigación 
     Inicialmente conoce la Fiscalía General de la Nación, posteriormente es reasignada a la 
fiscalía regional de Medellín; el 23 de julio de 1998 se remite a la Unidad de Derechos 
Humanos de la Fiscalía; entre noviembre de 1997 y febrero de 1998 se realizaron declaraciones 
de testigos y familiares de presuntas víctimas, inspecciones judiciales y otras diligencias; el 19 
de marzo de 1998 obra la apertura de instrucción por parte de la fiscalía en contra de dos civiles; 
el 4 de junio de 1999 se abre indagatoria en contra de dos civiles  uno de los cuales se encuentra 
ausente, se ordena su captura por los delitos de homicidio en concurso con la conformación de 
grupos de justicia privada; del 29 de marzo  al 10 de septiembre se profirió resolución de 
acusación en contra de otros civiles; el 22 de abril de 2003 se profirieron condenas que 
oscilaban entre 2 a 40 años por el homicidio de 5 personas, se juzgaron en ausencia, las órdenes 
de detención al momento de la sentencia no habían sido ejecutadas. 
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     El 6 de febrero de 2004 se trasladó el fallo disciplinario de dos agentes del estado; el 16 de 
diciembre de 2004 fueron vinculados al proceso penal, respecto de uno de ellos se profirió 
orden de captura el 1 de marzo de 2005. 
     Algunos testigos, abogados y fiscales que estaban colaborando en las investigaciones 
tuvieron que abandonar la zona, o en algunos casos, el país por razones de seguridad. 
     Los procesos disciplinarios adelantados entre el 7 y el 11 de diciembre de 1998, se 
archivaron por parte de la Procuraduría, entidad que archivo los procesos con el argumento de 
que los autores de las masacres eran pertenecientes a grupos paramilitares; el 10 de agosto la 
procuraduría archiva los procesos disciplinarios en contra de un mayor y otros miembros del 
ejército por insuficiencia de pruebas que pudieran servir para responsabilizarlos; el 30 de julio 
de 2001, por varias quejas, la procuraduría delegada ordena la apertura de una investigación en 
contra de un teniente-capitán, un teniente y  un cabo primero; el 28 de enero de 2002 la 
procuraduría se inhibió se proseguir con la investigación en contra de un teniente y formulo 
cargos en contra del teniente capitán, el capitán; el 30 de septiembre de 2002 es sancionado el 
teniente y al cabo con destitución. El primero de noviembre de 2002 se confirma el fallo en 
segunda instancia. 
    Consideraciones de la Corte frente a las investigaciones 
     La investigación en cabeza de la Unidad de Derechos humanos duro tres años, para abrir la 
instrucción, de los perpetradores de las masacres, solo se han condenado a cuatro de ellas luego 
de 10 años, no se han ejecutado las detenciones ordenadas. 
     El Tribunal Superior de Antioquia en segunda instancia, revoco la sentencia condenatoria, 
argumentando que la omisión de protección a la población por parte de los miembros de la 
policía se debió a la falta de recursos logísticos y humanos. Frente a esta sentencia, el Estado 
interpuso recurso de reposición ante la Corte Suprema de Justicia. 
     La Corte considera relevante que después de 8 años, el Estado vinculo a siete personas a la 
investigación penal, condenó a 3 civiles, uno se encuentra privado de la libertad y continúan 





    Supervisión de cumplimiento 
     De acuerdo con los informes presentados, la Corte I.D.H. considera que el Estado no ha 
asumido la investigación con seriedad, teniendo en cuenta que han transcurrido 11 años y no 
se han enjuiciado a los responsables. Considera esta corporación que la disminución de la pena 
a 8 años por acogerse a la ley de justicia y paz, se presenta como un obstáculo para sancionar 
a los responsables con penas proporcionales a los delitos cometidos. Se siguieron presentando 
amenazas en contra de los familiares de las víctimas. 
     Frente al tema de investigación en éste caso, la Corte I.D.H. ordena al Estado a presentar 
informes acerca del acceso de las víctimas y familiares a los procesos de investigación. Además 
de esta información, también debe presentar datos actualizados y detallados de todas las 
actuaciones en temas de investigación en la jurisdicción interna, diligencias, ordena la 
realización de una audiencia privada. (Resolución de Supervisión de cumplimiento, 2010) 
     Luego del análisis, la Corte considera que el punto de investigaciones se encuentra 
pendiente de cumplimiento, insta al Estado a ofrecer acciones de garantía de las condiciones 
de seguridad para que los desplazados puedan regresar a su tierra. (Resolución de supervisión 
de cumplimiento , 2011) 
    Caso Escué Zapata (2007) 
 
    Breve exposición de los hechos 
     El 1 de febrero de 1988, un informante indígena, se dirigió a su resguardo militar en Jambaló 
en el departamento del cauca, es así como un cabo ordenó un operativo para dar captura a un 
indígena, a quien acusaron de tener armas escondidas. Un grupo de militares realizaron el 
operativo, ingresaron a la vivienda de Escué Zapata, realizaron un allanamiento, le preguntaron 
en donde tenía las armas y lo acusaban de pertenecer a la guerrilla. Los agentes del estado, se 
llevaron a Escué Zapata quien se encontraba con el “torso desnudo, descalzo y en pantaloneta”. 
Fue llevado por los militares hacia las montañas, camino durante 20 minutos, lo obligaban a 
confesar que pertenecía a la guerrilla, entre tanto, lo golpearon con la culata, un cabo que lo 
conducía, se retrasó, finalmente le dispararon varias veces hasta matarlo. De acuerdo con las 
investigaciones, se estableció que los integrantes del resguardo militar recibieron órdenes de 
manifestar que la muerte del hombre se había producido como consecuencia de un 
hostigamiento y en el fuego cruzado resulto muerto.  De acuerdo con los testimonios de los 
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familiares de la víctima, cuando encontraron el cuerpo tenia graves señales de tortura, los 
huesos de los miembros inferiores presentaban fractura. Sin embargo el agente encargado de 
realizar el levantamiento del cadáver en su informe no evidencia que el cadáver presentara 
dichas señales. (Caso Escué Zapata Vs. colombia, 2007) 
    La investigación 
      En el primer año de la investigación, rindieron declaración 5 militares, no recuperaron 
ningún elemento probatorio de la escena del crimen, agravándose además el caso con el 
extravío del expediente entre 1992 y 1998, por tal razón, los actos tendientes a aclarar los 
hechos, solo iban dirigidos a reconstruir el procedimiento, no se recolectaron nuevas pruebas. 
Se presentaron varios periodos de inactividad frente al caso. No se investigó la pérdida del 
expediente. Entre otros documentos un acta que contenía el supuesto estado del armamento 
encontrado en poder de la víctima. 
     Extraña la Corte I.D.H. que las investigaciones se limitaron a abordar el tema del asesinato, 
dejando de lado delitos como la detención ilegal, las lesiones corporales, el allanamiento ilegal. 
Se dio inicio a algunas diligencias a partir del año 2002 dentro de las que se encuentran 
enumeradas por la Corte I. D. H: 25 inspecciones judiciales, 55 declaraciones, algunas capturas 
y una acusación de presuntos responsables. (Caso Escué Zapata Vs. colombia, 2007) 
    Supervisión de cumplimiento 
Frente a la obligación de investigar existe una resolución de supervisión de cumplimiento y 
solamente trata el tema médico y psicológico la profiere la Corte I.D.H. (Resolución de 
Seguimiento, 2012)  
 
    Caso Masacre De La Rochela (2007) 
 
    Breve descripción de los hechos 
     El 18 de enero de 1989 15 miembros de una comisión judicial, se dirigían a Barrancabermeja 
a recibir declaraciones de algunos testigos de una investigación que realizaban por una masacre 
ocurrido tiempo atrás conocida como “19 comerciantes”. Cuatro de los agentes, fueron llevados 
por personas que se identificaron como pertenecientes a las FARC y empezaron a interrogarlos 
acerca del motivo de su presencia en el lugar e información acerca de cuantos investigadores 
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formaban parte de dicha comisión. Un líder les pregunto acerca del caso de los 19 comerciantes, 
en las investigaciones se logró establecer que se trataba del líder del grupo denominado “Los 
Masetos”. Luego del interrogatorio, arribaron al lugar cuarenta hombres aproximadamente, 
armados, quienes despojaron de sus armas a los miembros de la comisión, con el argumento de 
protegerlos y que sus armas no se prestaran para confusión en caso de que hubiese algún 
enfrentamiento. Posteriormente los miembros de la comisión fueron atados de manos, a la 
espalda, los subieron a dos autos y el grupo armado ocupo otros dos autos, de acuerdo con los 
testimonios de las victimas sobrevivientes avanzaron aproximadamente 3 kilómetros a un sitio 
denominado la Laguna. Se detienen, los hombres armados se ubican a 10 metros de distancia 
del auto en el que se encontraba la comisión y en forma indiscriminada comienzan a disparar, 
una vez en el suelo, comienzan a “darles el tiro de gracia”, antes de retirarse del lugar de los 
hechos, pintan los carros con frases alusivas a la guerrilla, para hacer pensar a las autoridades 
que el crimen era de su autoría. Dentro de la comisión quedaron tres personas vivas.  
     Dentro de los aspectos a destacar en estos hechos, se encuentra que los expedientes 
recaudados por los agentes se extraviaron al igual que algunos de los que correspondían a la 
investigación de los 19 comerciantes. (Caso Masacre de la Rochela Vs. Colombia, 2007) 
    La investigación 
     Las investigaciones inician en enero de 1989, se profieren las sentencias de primera y 
segunda instancia en 1990; en los meses de junio y noviembre respectivamente, dichas 
providencias emiten algunas condenas, absoluciones y algunas nulidades. En el periodo 
comprendido entre noviembre de 1990 y noviembre de 1996 se realizan algunos trámites, sin 
embargo, ninguno tendiente a impulsar las investigaciones. 
     De 1996 a 2003 se profiere una sentencia; en enero de 2001, una resolución que extingue la 
acción penal respecto de un imputado y en 2003 otra providencia que condena a uno más. Se 
evidenciaron algunas resoluciones de acusación, impulsaron actuaciones judiciales... 
     Resultados encontrados por la Corte en 18 años de investigación: se han procesado a 41 
personas, se han condenado a 8 personas, uno de los cuales resulto agente estatal, 7 condenas. 
La sentencia del 14 de noviembre de 1990, condena a penas entre 29 y 30 años, entre 11 y 14 
años y a un agente del estado a un año de arresto por el delito de encubrimiento; 14 
absoluciones; 3 preclusiones entre 1999 y 2006; en 1997 se emite una resolución inhibitoria 
por parte de la fiscalía frente a la investigación contra un ex congresista quien fue señalado de 
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planear la masacre; en 2001 se procedió a la extinción de la acción penal por muerte de un 
acusado. 
     Se encuentran en trámite la resolución de acusación de 3 personas, se encuentran pendientes 
de resolver la situación jurídica de ocho personas y se encuentran dos órdenes de captura 
pendientes de ejecución. La Corte indica que solo dos miembros de las fuerzas militares fueron 
vinculados a la investigación penal ordinaria.  
     De acuerdo con el acervo probatorio, la Corte considera que la investigación fue objeto de 
obstaculizaciones tanto por parte de los miembros de la fiscalía como de los agentes militares; 
la tardanza para ejecutar las ordenes de captura de algunos de los responsables, situación que 
no ha sido debidamente justificada por las instituciones correspondientes (Caso Masacre de la 
Rochela Vs. Colombia, 2007). 
    Supervisión de cumplimiento 
     En cuanto a los avances, la Corte reconoce el hecho de que se iniciaron investigaciones en 
la jurisdicción penal ordinaria. Dentro de los resultados enumera los siguientes: del periodo 
comprendido entre 2007 a 2010, se ha producido la condena de dos personas a 40 años cada 
uno; 6 resoluciones de acusación; 4 investigaciones, dos de las cuales se ejercen contra dos 
agentes del estado; continúa la indagatoria de 3 ex agentes del estado y un congresista; 
juzgamiento de 14 personas agentes del estado y paramilitares, dos de los agentes se acogieron 
a las rebajas que les otorga la ley de justicia y paz. 
    A pesar de estos resultados la Corte ordena al Estado a rendir informe actualizado de los 
adelantos. Se mantiene abierto el procedimiento de supervisión frente a la obligación de 
investigar9. 
 
    Caso Manuel Cepeda Vargas (2010) 
 
     Breve Resumen de los hechos: 
      En esta ocasión la Corte estudia la ejecución extrajudicial del senador Manuel Cepeda 
Vargas quien fue militante de diferentes partidos políticos denominados de “izquierda”, donde 
                                                          
9 Los datos de supervisión fueron tomados de las resoluciones de supervisión que frente al caso ha proferido la 
Corte I.D.H. del 26 de agosto de 2010 y del 21 de mayo de 2013 
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los integrantes de los mismos, sufrían de múltiples hostigamientos y amenazas en contra de sus 
vidas y las de sus familiares. El Estado admite parcialmente su responsabilidad por vulnerar 
derechos como la libertad de expresión, la integridad personal y las garantías judiciales 
mínimas que debe ofrecer. 
      Según los hechos probados la Corte encuentra responsable al Estado Colombiano por la 
vulneración de los derechos contemplados en la Convención, a raíz de la muerte del Senador 
Manuel Cepeda Vargas, a sus familiares en especial a su hijo Iván Cepeda Castro quien fue 
víctima de constantes amenazas y de vulneración a su integridad personal. (Manuel Cepeda 
Vargas Vs Colombia, 2010) 
     La Corte ha establecido diferentes mecanismos de reparación entre los cuales se encuentra 
principalmente, y en común con otros casos fallados, la obligación del Estado colombiano para 
investigar y esclarecer los hechos que originan las vulneraciones. Así mismo se obliga al Estado 
colombiano a publicar la sentencia, realizar un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad estatal, realizar un documental en donde se relate la importancia política, 
periodística y social del senador Cepeda Vargas y otorgar una beca con el nombre del senador.     
 
 La investigación 
     El 29 de diciembre del año 1994 inició la investigación por parte de la Fiscalía General de 
la Nación por los hechos relatados anteriormente, la misma se realizó en dos etapas bajos dos 
radicados diferentes. En la primera fase de la investigación se condenó a dos miembros de las 
fuerzas militares de Colombia por su participación como coautores en el delito de homicidio 
en contra del senador Vargas. 
    Una de las principales problemáticas afrontadas en éste caso fue la extinción de la acción 
penal que se dio en diferentes indiciados quienes fallecieron sin poder definir el grado de 
participación en el delito y sin tener condena alguna por los hechos cometidos. En el año 1999 
el juez tercero penal condena a 43 años de prisión a los suboficiales Hernando Medina y Justo 
Gil Zúñiga, sin embargo y para el asombro de los familiares absuelve a Carlos Castaño, jefe 
paramilitar quien se presumía determinador del delito de homicidio. 
    La Procuraduría General de la Nación en el proceso en mención tuvo un rol activo, en 
diferentes ocasiones se pronunció sobre su posición acerca de las investigaciones y de la 
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complejidad de las mismas, complejidad que se debía a los autores del delito y a sus 
determinadores. Consideró la Procuraduría que en casos como estos, es normal que los jefes 
de las organizaciones no sean quienes realicen directamente el delito, pero, reitera que no por 
esto debe liberarse de responsabilidad y abandonar las investigaciones pertinentes. 
    En el año 2006 gracias a los recursos interpuestos por los defensores de los condenados, la 
pena de 43 años es reducida a 26, finalmente cada uno de ellos pago 11 años y 12 años de 
prisión respectivamente. A la fecha de la sentencia se encontraban en libertad. 
     La Corte advirtió los beneficios de los cuales fueron objeto los acusados, se comprobó en 
la sentencia que los mismos delinquían desde la prisión y que fueron objeto de múltiples salidas 
en las cuales dieron muerte a otro miembro de las Fuerzas Armadas. 
      De esta manera las actuaciones del Estado tendientes a sancionar  quedan sin ningún efecto 
pues los efectos en la sociedad son contrarios a los requeridos, por medio de esta falta de control 
de los condenados, la impunidad sigue ahí aunque exista sentencia condenatoria, considera la 
Corte que: “las sanciones administrativas o penales tienen un rol importante para crear la clase 
de competencia y cultura institucional adecuada para enfrentar los factores que explican 
determinados contextos estructurales de violencia” (Manuel Cepeda Vargas Vs Colombia, 
2010) 
 
      Los familiares de la víctima interpusieron diferentes recursos sobre estos hechos y en 
particular sobre la absolución de Carlos Castaño, pidiendo que se incorporara como prueba al 
proceso el libro “mi confesión”, lo cual no ocurrió sino hasta la segunda fase de la 
investigación, fase que en el año 2010 se encontraba aún en etapa de instrucción. 
 
     En esta segunda fase se evidencia que no hubo una debía línea de investigación, el Estado 
reconoce el retraso de la misma y se alude como un obstáculo a los procesos las 
desmovilizaciones que se estaban dando en razón de la ley 975 de 2005. El Estado reitera sus 
esfuerzos para incorporar mecanismos que impidan que la extradición sea un impedimento para 
obtener información de jefes paramilitares como alias “Don Berna”. 
      
     Para la Corte el tema de impunidad en este caso es exagerado, critica el proceso interno, en 
relación a los plazos dentro de los cuales se han desarrollado, no se ajustan al concepto de Plazo 
Razonable que estableció la Corte, que además en Colombia no se cuenta con “recursos 
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Efectivos” que garanticen el acceso adecuado a una pronta y efectiva justicia y 
consecuencialmente impide la sanción de los responsables. (Manuel Cepeda Vargas Vs 
Colombia, 2010) 
 
     Supervisión de cumplimiento 
     La Corte ha hecho supervisión de la sentencia del año 2010 por medio de los informes 
entregados por parte del Estado y los representantes de las víctimas, estos han sido detallados 
en la resolución del 30 de noviembre del año 2011. 
     La resolución de seguimiento evidencia las falencias que ha presentado el Estado 
colombiano para dar cumplimiento al punto resolutivo sobre la investigación, si bien en los 
informes entregados al Tribunal se resalta las labores hechas por las instituciones los 
representantes de las víctimas reiteran la insuficiencia de los procesos. La Corte reitera la 
insuficiencia al recalcar que los informes no bastan para dar por cumplido los puntos 216, 217 
y 218 de la sentencia, recuerda que luego de 17 años (22 años a enero de 2016) aún persiste la 
impunidad parcial de lo acontecido.  
     En la resolución, la Corte tiene en cuenta los criterios presentados por los diferentes actores 
dentro del proceso, principalmente los de los representantes de las víctimas, y estos en su 
oportunidad expresaron que el avance en la investigación no había seguido los parámetros 
fijados por la Corte I.D.H. en la sentencia, evidenciaron la existencia de demasiados tropiezos 
que enfrentan las investigaciones. Dentro de estos se tiene el fenómeno de la extradición de 
algunos comandantes  paramilitares a Estados  Unidos, además de los beneficios que le Estado 
colombiano le concede a los funcionarios públicos que están siendo investigados. (Resolución 
de supervisión de cumplimiento, 2011) 
 
     Como se puede observar la obligación de investigar en todos los casos sigue en el 
procedimiento de supervisión, por falta de cumplimiento. 
 
     Para ofrecer un escenario en el que se pueda identificar algunos de los procedimientos se 
eligió el tema de la desaparición forzada. Vale la pena dar una mirada a los protocolos 
establecidos por el ente investigador en la actualidad a través de uno de los hechos que tienen 
en común las sentencias, éste se configura en la desaparición forzada de las víctimas e incluso 





    La desaparición como referente del proceso investigativo 
 
     Frente a la necesidad de efectuar alguna referencia sobre los procesos que sobre 
investigación se implementan en Colombia, se optó por elegir el delito de la desaparición 
forzada, entre otras razones, porque es la Fiscalía General de la Nación la que evalúa y 
determina las acciones a seguir y los protocolos que deben observarse. 
      Para hablar sobre la investigación en el marco de la desaparición forzada, como un primer 
estadio de análisis del presente capítulo tomara como base el estudio realizado por la Fiscalía 
General de la Nación. La entidad  ha expuesto de forma concreta cada una de las etapas de la 
investigación judicial con énfasis en los denominados “NN´s”10, en la publicación del año 
2008, en la cual se expone aspectos varios sobre el tratamiento de la información en un caso 
de desaparecimiento 
     El fenómeno de la desaparición forzada es un crimen de lesa humanidad que no tiene un 
origen concreto en nuestro país, sin embargo, los hechos de violencia que han marcado nuestra 
historia permiten construir un camino por el que se observa las diferentes causas y modalidades 
de la misma. Así, por ejemplo, tenemos acontecimientos como la toma al Palacio de Justicia, 
(reciente condena al Estado colombiano) en donde, como es de público conocimiento, en el 
presente no es posible establecer lo ocurrido con algunas personas que se encontraban al 
interior del edificio el día de la ocurrencia de los hechos. 
     El protocolo de investigación para estos casos, según lo expone la Fiscalía General de la 
Nación (2008) inicia con la recepción del reporte11 con el fin de activar las alertas a las 
entidades que hagan las veces de policía judicial y se inicie la investigación del paradero 
seguido de la correspondiente denuncia formal, momento en el que se hace el registro en bases 
de datos y se aportan la mayor cantidad de datos posibles que permitan identificar a la persona. 
                                                          
10 Definido por la Real Academia de la Lengua Española como aquella “Persona desconocida de la que no se 
tiene ningún dato.” (Real Academia de la Lengua Española, 2016) 
11 Es importante tener en cuenta que este protocolo no es el mismo aplicado a la investigación de los hechos de 
las sentencias estudiadas, como es sabido el sistema penal acusatorio no existía en nuestro país a la fecha de 
ocurrencia de los mismos, sin embargo es el protocolo del cual nos guiaremos para hallar la falla del mismo o la 
causa de la impunidad. 
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Una vez hecho esto se realiza la entrevista, momento en el cual se exponen en detalle los hechos 
ocurridos. 
      En lo que se ha expuesto del procedimiento se evidencia un elemento de simplicidad, si 
ajustamos lo hasta aquí dicho a los hechos de las sentencias estudiadas, podemos obtener una 
deducción inicial en la cual la noticia criminal se quedó en conocimiento de la autoridad sin 
dar desarrollo de la mismas tal vez, esto se debe a la debilidad de las instituciones del Estado 
y al poco compromiso de algunos de sus funcionarios. Llevado esta primera parte de la 
investigación a los contextos de las masacres se observa que las víctimas no fueron escuchadas 
a tiempo, así que en muchos casos (no es la generalidad) la investigación tuvo lugar apenas en 
su etapa inicial. 
      En aquellos casos en donde si hubo desarrollo y si observamos el contexto, la entrevista de 
las víctimas, segunda etapa del proceso, no siempre se desarrolló de forma que permitiera 
extraer la mayor cantidad de información posible, esto por factores de temor y poca credibilidad 
en la justicia lo que ocasionó impunidad por décadas. 
 
     La verdad: Fuente de reconocimiento de derechos y búsqueda de los responsables 
 
     Huertas (2012)  habla de forma muy pertinente sobre el “procesamiento penal de violaciones 
de derechos humanos” con base en la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana. 
A través de sus escritos se observa como a falta de respuestas la justicia ha ido transformándose 
y mutando para tomar cierto aire político. Sumado a esto debemos rescatar el hecho de que la 
mayoría de derechos a la fecha reconocidos, ya no se hacen por vía del derecho penal sino 
constitucional por vía jurisprudencial, que reitera el compromiso de la carta del 91 en la 
protección de los derechos humanos. También se observa que, desde la década del 2000 en 
adelante, la verdad y esclarecimiento de los hechos toma un papel muy relevante en el proceso 
de investigación más aun, cuando dentro de los presuntos victimarios se encuentran agentes 
estatales: 
     “se puede afirmar que en Colombia se ha desarrollado y consolidado hasta el momento una 
importante jurisprudencia constitucional contra la impunidad, protegiéndose los derechos de 
las víctimas a la verdad y a la reparación del daño ocasionado” (Huertas, 2012) 
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     La verdad se torna entonces en un concepto protagonista que ostenta una doble dimensión, 
por un lado, de forma individual en el campo de la moral del Estrado y por otra, la dimensión 
de la comunidad frente a la necesidad de conocer y aceptar su historia. A la fecha, en Colombia 
se ha logrado un desarrollo importante en materia de investigación a través de las sentencias 
de constitucionalidad y tutela emitidas por la corte constitucional. Logros que se traducen hoy 
por hoy en el reconocimiento expreso al derecho a la verdad plasmado en la ley 1448 de 2011 
(ley de víctimas)12. 
     A su turno la Corte Constitucional mediante sentencia T 418 de 2015 consideró que el 
derecho a la verdad adopta de suyo una dimensión colectiva, en el sentido de conservar los 
hechos en la memoria de una mayoría de personas, y en cuanto a la dimensión individual, esta 
se efectiviza en la garantía ofrecida a las víctimas y dentro del ámbito judicial de acudir a 
recursos judiciales efectivos. La Cote insiste en que las víctimas y sus familiares son titulares 
de ese derecho inherente de conocer la verdad de las circunstancias haciendo referencia en este 
punto a la faceta subjetiva de este derecho. (Corte Constitucional, 2015) 
     La verdad al igual que la Justicia y la reparación son derechos inherentes a las víctimas, 
imposibles de desatender o desconocer, sobre todo si se tiene en cuenta la necesidad de conocer 
las condiciones en las que se suscitaron los hechos que vulneraron los de sus familias, aún más 
teniendo de presente el tema del proceso de paz que atraviesa Colombia. 
    
     Frente al tema de la verdad, es necesario también establecer la realidad de los procesos 
investigativos en la práctica, por ello la intención inicial consistía en evaluar dicho proceso y 
encontrar las posibles fallas que pudieran obstaculizarlo, partiendo de la denuncia de las 
víctimas, el manejo de la información, y la responsabilidad que recaería en cada institución 
involucrada en el proceso penal ordinario o en la jurisdicción militar si ese fuere del caso. Sin 
embargo, en el proceso de recolección de información, se accedió a una investigación que con 
pruebas verificables, establece, que muchas de las acciones y omisiones en que incurrieron 
instituciones y agentes del Estado en cuanto a la investigación y juzgamiento de delitos, incluso 
de lesa humanidad, han quedado en la impunidad. 
                                                          
12 “ARTÍCULO 23. DERECHO A LA VERDAD. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en general, tienen el derecho 
imprescriptible e inalienable a conocer la verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron 
las violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley, y en caso de fallecimiento o desaparición, acerca 
de la suerte que corrió la víctima, y al esclarecimiento de su paradero. La Fiscalía General de la Nación y los 
organismos de policía judicial deberán garantizar el derecho a la búsqueda de las víctimas mientras no sean 




     Papel de la Fiscalía desde la óptica institucional y constitucional en el proceso de 
investigación. 
 
     Con base en la investigación realizada por el colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, 
se evidencia la manipulación de la información, el desvío en las investigaciones y algunas 
renuncias forzadas entre otros fenómenos, que afectaron la correcta impartición de justicia. 
Elementos como la impunidad y la corrupción que han rodeado los casos, ha sido, si no 
propiciada, al menos consentida por la Fiscalía y otras instituciones de carácter nacional.  Es 
así como se procederá a realizar un análisis sobre las actuaciones que se dieron en el curso de 
investigaciones en casos de violaciones graves a derechos humanos e incluso en actos u 
omisiones que desatienden las normas de derecho Internacional de Derechos Humanos. Se 
advierte que se utilizará información de otros procesos de investigación, a fin de establecer el 
accionar principalmente de la Fiscalía General de la Nación como ente investigador. 
     Se conoce que el día 23 de julio de 2001 se dio la captura del general en retiro Rito Alejo 
del Rio, por participar en la conformación de grupos paramilitares, el  1 de agosto la Unidad 
de Derechos Humanos de la Fiscalía, dictó medida de aseguramiento en su contra, el fiscal de 
turno, el señor Luis Camilo Osorio, acuso a las personas bajo su control, el hecho de no haberle 
consultado  tal decisión. Por estos actos, se presentó la renuncia forzada del vice fiscal Pablo 
Elías González y la del director de la Unidad de Derechos Humanos Pedro Díaz el 2 de agosto 
de 2001. De igual forma, la Fiscal Lucia Luna Prada, quien era la titular del proceso en contra 
del general de retiro, fue destituida el 15 de diciembre de 2001 (Corporación colectivo de 
abogados José Alvear Restrepo, 2005) 13 
     La investigación aludida, realiza un examen de la conducta del entonces fiscal, Luis Camilo 
Osorio, debido a irregularidades que se presentaron mientras dirigía la institución, dentro de 
estos procesos hay algunos que incluso debieron ser conocidos por la Corte Penal Internacional 
puesto que dichas conductas se adecuan al tratado de Roma ratificado por Colombia. Algunos 
de los casos que no tuvieron un correcto tratamiento ni procesal ni institucional son los 
siguientes: 
                                                          
13 Esta institución ha representado a las víctimas en la mayoría de los casos que ha conocido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos contra Colombia 
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     “El fiscal se negó a considerar la aplicación de las tipificaciones penales contempladas en 
el derecho internacional, así como a vincular a otros funcionarios por sus presuntas conductas 
activas u omisivas frente a los crímenes denunciados, y a examinar el papel que cumplieron las 
instituciones en el diseño, determinación, facilitación y ejecución de los crímenes” 
     La fiscalía no ordenó ninguna diligencia para esclarecer los hechos “investigar o siquiera 
verificar alguno de los centenares de crímenes denunciados. La identidad de las víctimas, las 
circunstancias de su persecución y muerte, los contextos de su exterminio y centenares de 
informaciones que hubieran ayudado a esclarecer el porqué, el cómo, el dónde, el cuándo y el 
quién, de tan horrenda cadena de crímenes, no interesaron en absoluto a la fiscalía”. 
(Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 2005)14 Finalmente decidió 
procesar al general Del Rio, por omisión y peculado por apropiación, cargos por los que lo 
absolvieron en el año 2004. 
     Este es solo uno de las muchas irregularidades que han girado en torno a las investigaciones 
y, a pesar de no ser del resorte de la presente investigación ahondar en la conducta de quien 
fuera el director de la Fiscalía General de la Nación, resulta pertinente abordar uno de los casos 
bajo estudio en los que se encontraron las siguientes situaciones. 
     Se sabe que el señor Roland Valencia, denuncio antes de la masacre en Mapiripán sobre 
problemas de corrupción en contratación pública por parte de la administración municipal, el 
alcalde de turno era el señor Jaime Calderón. Una vez puesta en conocimiento de las 
autoridades, el señor Jaime Calderón recibió amenazas por parte del inspector municipal Luis 
Hernando Prieto y del Director de la Umata Anselmo Trigos. Otras víctimas, en mayo de 1997, 
dos meses antes de la fecha de la masacre, participaron en un juicio dirigido por las FARC, en 
donde se cuestionó la gestión del alcalde Calderón Moreno por temas de corrupción.  
     Ahora bien, dentro del expediente en el que se investiga la masacre, se demostró que antes 
de la entrada de los paramilitares a Mapiripán, se realizaron varias reuniones antes de su 
incursión.15 La población se encontraba bajo el mando del coronel Carlos Eduardo Ávila 
Beltrán, y el general Jaime Humberto Uscátegui Ramírez, quien ordenó días antes de la 
                                                          
14 Estos apartes, forman parte de un pronunciamiento público, firmado por varias organizaciones de derechos 
humanos, partidos  políticos y personas naturales, realizado por la Comisión Intercongregacional de Justicia y 
Paz, titulada Precisión en el caso del General, Rito Alejo del Rio Rojas. 
15Declaración del Pedro Alex Conde Anaya, confeso paramilitar.  
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masacre que la movilización de la tropa del batallón a Calamar, Puerto Concordia y El Retorno, 
así quedaron Mapiripán y San José del Guaviare sin presencia militar.16  
     Los miembros de la administración municipal de Mapiripán abandonaron sus lugares de 
trabajo dos semanas antes de la incursión paramilitar, solo se quedó el juez Leonardo Cortes 
Novoa, quien informo a las autoridades de lo ocurrido. El alcalde llego el segundo día de la 
incursión, pero no hizo nada para proteger a los habitantes. 
     De igual forma, se permitió la entrada de vuelos irregulares al aeropuerto de San José del 
Guaviare, que llegaban de Encoclé y Apartadó el 12 de julio, demostrado por las declaraciones 
del sargento “José Miller Urueña Díaz, comandante la unidad militar acantonada en el 
aeropuerto, encargada de la vigilancia, control y registro de pasajeros y aeronaves” además de 
la declaración del cabo Leonardo Montoya Rubiano. 
     Se demostró en la investigación la responsabilidad de varios miembros de la fuerza pública, 
fue conocido por diferentes órganos, inicialmente conoció el comando de la fuerza Aérea 
Colombiana17, posteriormente la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía,18 la Fiscalía 12 
delegada ante jueces regionales.19 En virtud de dichos procesos, se emitieron resoluciones de 
acusación que pasaron al Juzgado Segundo Penal Especializado del circuito20 y sobre los cuales 
se emitieron dos fallos. 
     Resumen de actuaciones 
     En abril de 1999 se emitió resolución de acusación contra Carlos Castaño Gil y Luis 
Hernando como autores determinadores de Homicidio Agravado, Terrorismo, Concierto para 
delinquir y Secuestro Agravado; por los mismos delitos y en calidad de autores se condenó a 
cuatro personas más. Las investigaciones frente a Juan Manuel Ortiz Matamoros y Helio 
Ernesto Buitrago León fueron precluidas por la fiscalía. 
                                                          
16 En lo referente a la movilización de las tropas hace parte de las declaraciones en el proceso del coronel Lino 
Hernando Sánchez y el Coronel Hernán Orozco Castro. Además obra en el expediente la no justificación de 
dichas movilizaciones, véase Informe No. 0545 y 0546 del 14 de julio de 1997, sección segunda del Batallón 
Joaquín París. 
17 Radicado 144083 
18 Radicado No. 433 
19 Radicada en San José del Guaviare, envío del caso a la Unidad de Derechos Humanos y quedo radicada bajo 
el No. 244 
20 Radicados 104-2 y 104ª-2. 
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     El Consejo Superior de la Judicatura exigió la entrega del proceso que se llevaba en contra 
del el General Uscátegui, (ver declaraciones) el teniente coronel Orozco, dejando a la justicia 
ordinaria la competencia para investigar a los sargentos Urueña Díaz y Gamarra Polo igual que 
al Coronel Lino Sánchez Pardo. 
     En febrero de 2001 el general Uscátegui y el teniente coronel Orozco Castro “fueron 
condenados a 40 y 38 meses de prisión por prevaricato por omisión”, por orden de la Corte 
Constitucional, el caso fue remitido a la jurisdicción ordinaria por tratarse de delitos de lesa 
humanidad y declaro nulo el fallo en su totalidad. 
     En febrero de 2002 el caso regreso a la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía dirigida 
en ese momento por Luis Osorio, la Fiscal Amelia Pérez21, quien ordenó la investigación contra 
Uscátegui fue trasladada a la Unidad de Terrorismo. 
     El 28 de octubre de 2002 se impuso medida de aseguramiento contra tres paramilitares; en 
diciembre 9 se cerró parcialmente la investigación para Uscátegui, Orozco Castro y Vergara 
Salgado; el 10 de marzo de 2003 acusan por omisión a Uscátegui por Homicidio Agravado y 
determinador en falsedad ideológica y precluyó frente a terrorismo y concierto para delinquir; 
Orozco fue acusado como autor material de falsedad ideológica en documento público y 
precluido en los demás delitos. 
     Para evidenciar lo anterior es pertinente señalar que en al general Uscátegui se le concedió 
la libertad en dos oportunidades, dos testigos del proceso fueron asesinados, aparecen en el 
proceso varias órdenes de captura que no se han ejecutado, un sentenciado se fugó de la cárcel 
en donde se encontraba recluido. Los militares que debían ser llamados al proceso no han sido 
investigados, ni siquiera se tiene a la fecha de la supervisión una información veraz. 
     “(…) Para el colectivo de abogados José Alvear Restrepo (…) es claro que las autoridades 
se han negado a investigar la responsabilidad de otros altos mandos militares de Urabá y Meta” 
(Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 2005)”22  
                                                          
21 La fiscal Amelia Pérez renuncio en 2003 a la Unidad de Terrorismo, por presiones del Fiscal General en las 
investigaciones frente al caso  Club El Nogal 
22 Toda la información del proceso de la masacre Mapiripán ante la fiscalía y otras entidades fue tomado del 
documento relacionado. En el documento aparece además un listado de los militares que debieron ser 
investigados por que gracias a su participación llego el paramilitarismo al departamento del Meta. 
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     Ahora bien, para que lo anterior pueda obtener un grado más alto de credibilidad, se pudo 
acceder a una declaración en los siguientes términos: 
      “No me voy a dejar meter 40 años. Lo que yo sé ya está en el proceso, lo que pasa es que 
lo tienen tapado porque no quieren que trascienda, pero lo que está ahí lo hago publico si voy 
a juicio (…)     "El juicio será mi gloria. Y si me voy a juicio va a ser una cuestión mucho más 
grave que el proceso 8.000. Mejor dicho, va a ser más grave que todo lo que ha sucedido en 
Colombia. Con esta cuestión (la masacre de Mapiripán), ya descubrí qué fue lo que pasó. Es 
sumamente grave, gravísimo, porque se comprobó una cuestión que nosotros toda la vida 
hemos negado, que es el vínculo de los militares con los paramilitares. Afortunadamente fueron 
esos mandos medios ¿no?, pero no deja de ser una realidad".23  (Corporación colectivo de 
abogados José Alvear Restrepo, 2005) 
     Sería absurdo no reaccionar frente a tales pronunciamientos de quien fuera miembro de las 
fuerzas militares, lo extraño en casos como este, es que no ha pasado de ser comentario de 
pasillo, pese a su gravedad. Y no se trata únicamente de un tema de justicia, que vislumbra 
impunidad, se trata aquí de un tema de mayor trascendencia, la legitimidad e institucionalidad 
del Estado colombiano y de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, asi como de la 
Procuraduría, cada uno actuando bajo las facultades que la constitución les otorga. El Estado 
por su parte, frente a su incapacidad, tal y como lo declara la Corte I.D.H. de proteger a sus 
residentes y peor aún, cuando  sus agentes  participan de las violaciones; La Fiscalía a su turno 
no acude a la búsqueda concienzuda de responsables,  esconde o destruye la información para 
evitar conflictos mayores; La Procuraduría al incumplir con su papel de ente protector del orden 
jurídico y constitucional al no ejercer ningún tipo de acción dirigida a minimizar defectos 
funcionales de tan grandes proporciones. 
     Frente a este estado de cosas la incertidumbre aumenta en el común de los ciudadanos, 
¿Cómo actuar?, ¿a quién acudir?, en quien confiar si todo este andamiaje solo genera 
desconfianza e inseguridad. La respuesta es, Sistema Interamericano. 
                                                          
23 Estas declaraciones las rindió Uscátegui, y fueron publicadas por la revista Cambio el 28 de marzo de 2004 no 
fue posible acceder directamente a la revista por lo que se referencia la página de la Comisión Intereclesial que 
las publicó el día 31 de marzo de 2004 y fue consultada el 25 de febrero. El anexo contiene las declaraciones 





     En un intento por responder a estas cuestiones, la Unidad de Derechos Humanos de la 
Fiscalía General de la Nación, se crea con el objeto de ofrecer una protección especializada a 
los derechos humanos. Entró a funcionar en octubre 1 de 1995, pasó en el año 2000 a 
denominarse Unidad Nacional de Fiscalías de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, hoy se denomina Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de DH y DIH). 
Dentro del procedimiento se establece que la Dirección Nacional de Fiscalías asigna a la UDH 
las investigaciones de las que conocerá, actos atribuibles a cualquiera de las partes que 
participan en el conflicto de acuerdo con la normatividad interna y con tratados 
internacionales.24 
     Este órgano en sus inicios logro significativos avances en investigaciones sobre masacres y 
violaciones a los derechos humanos de las décadas ochenta y noventa. Fueron también los 
primeros en iniciar las investigaciones en contra de oficiales de alto rango militar por presunta 
colaboración con grupos paramilitares.  También establece lo siguiente: 
     “sean cual sean las intenciones del Fiscal General, según las palabras de un fiscal, el mensaje 
que ha transmitido a su oficina es: bajar el perfil de los casos relacionados con actividades 
paramilitares” o, en palabras de otro, “No se metan con los militares”. Más de una docena de 
ex funcionarios y funcionarios judiciales en servicio activo dijeron a Human Right Watch que 
las actuaciones y las declaraciones del Fiscal General habían dejado en claro que no serían bien 
recibidos los esfuerzos por pedir cuantas a altos oficiales militares acusados de abusos a los 
derechos humanos” (Human Right Watch, 2002) es casi imposible, que una unidad bajo estas 
condiciones pueda cumplir con el objetivo inicialmente propuesto, pues tiene en contra la 
entidad por la que debería estar más que apoyada. 
     Al respecto también se pronunció la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
manifestando una  
     “(…) profunda preocupación por los altos niveles de impunidad que persisten en Colombia, 
las practicas judiciales que rodean la asignación de competencias, la violencia o los 
señalamientos contra quienes investigan o denuncian violaciones a los derechos humanos, y el 
estancamiento de los procesos relativos a casos que involucran la responsabilidad de agentes 
del Estado (...) se ha desalentado el progreso de investigaciones o donde, mediante actos de 
omisión o censura, de hecho se ha impedido su avance. Algunas de estas circunstancias, 
                                                          
24 Resolución 0-1560 del 22 de octubre de 2001, articulo 2. 
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incluyendo la remoción de funcionarios que se encontraban a punto de impulsar resoluciones 
de acusación en contra de agentes del Estado, en particular de miembros del ejército, han tenido 
repercusiones en la prensa y han generado reacciones por parte de la comunidad de derechos 
humanos. La Comisión se encuentra preocupada por esta situación y por el debilitamiento de 
una entidad que junto con la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo y   
la Corte Constitucional, cumple un rol fundamental  en el esclarecimiento de violaciones a los 
derechos humanos en Colombia” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2002) 
     Frente al tema de corrupción, en la Fiscalía General de la Nación, siendo coordinador de la 
unidad Anticorrupción el señor Virgilio Hernández Castellanos,  quien era el encargado de la 
unidades de derechos Humanos y terrorismo cuando la entidad se encontraba bajo la dirección 
de Alfonso Gómez Méndez, aquel tuvo a cargo las primeras investigaciones de la masacre de 
Mapiripán, razón por la que fue objeto de múltiples amenazas contra toda su familia. 
(Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 2005) 
     Conoció de varios casos relacionados con corrupción en varias instituciones del gobierno, 
el último, hizo referencia con la compra de un helicóptero que reportaba sobrecostos de dos 
millones de dólares, caso que posteriormente fue archivado. A su salida el coordinador 
denuncio la interceptación de su cuenta de correo y declaro que sus correos llegaron a 
conocimiento de PLANIEP (Hernandez Castellanos, 2004) 
     El retiro de Virgilio Hernández significó el archivo y la anulación de casos de gran 
trascendencia, una vez que involucraban a altos funcionarios del gobierno de Andrés Pastrana, 
que tuvieron que ser dejados en libertad por vencimientos de términos y preclusiones. 
     Infiltración Paramilitar en la fiscalía  
 
     Le parecía extraño a algunos funcionarios de la fiscalía que no resultaran positivos para 
allanamientos, luego de órdenes y cuando todo estaba planeado para la operación resultaba 
fallida. Después de encontrar bastantes indicios de la infiltración de paramilitares al interior de 
la Fiscalía, se iniciaron labores de contrainteligencia, de acuerdo con la información que pudo 
obtener Richard Riaño ex funcionario de la entidad, tema del cual informo verbalmente al 
general Trujillo quien le “sugirió” continuar con la investigación, le recomendó “prudencia y 
responsabilidad con el manejo y seguridad de dicha información”, es así como Riaño, continua 
su labor investigativa. 
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     “El día 27 de agosto de 2002, terminé los cruces y descubrí 54 interconexiones entre 
números telefónicos correspondientes a empleados de la fiscalía y números telefónicos 
correspondientes a presuntos miembros de las A.U.C., de las regiones de Arauca, Cúcuta, Sur 
de Bolívar, Bucaramanga y Bogotá. La posiciones 51 y 52 se descartan por no corresponder a 
números telefónicos”25 Así también en Cúcuta  se le dictó orden de captura a una ex directora 
de Fiscalías por concierto para delinquir y paramilitarismo. 
     El funcionario que cumplía con la labor de descubrir el fracaso en acciones contra el delito 
“Al día siguiente de presentar su informe, Riaño fue detenido dentro de las instalaciones del 
CTI conducido a diligencias de allanamiento en su residencia y en la de sus padres y finalmente 
es despedido mediante resolución firmada por el Fiscal General de la Nación Luis Camilo 
Osorio” 
     El funcionario que hizo tan preocupante hallazgo, tuvo que solicitar protección y demás 
abandonar el país y desafortunadamente, esta investigación no fue objeto de ninguna medida 
por parte de la Fiscalía. Si se inició investigación, en contra de Riaño, el 14 de mayo de 2004 
se emitió resolución de acusación en contra del ex funcionario por haber violado la reserva 
frente a información confidencial. (Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 
2005) 
     Para confirmar el conflicto que se presenta con la reserva de la información, que en este 
caso se utilizó en contra del investigador y de acuerdo con el  análisis que realiza la oficina de 
las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, estableció que en Colombia 
     “Se evidenciaron debilidades en lo que atañe al cumplimiento de los protocolos de 
confidencialidad, reserva y compartimentación de la información por parte de algunas unidades 
de policía judicial. La infracción de tales protocolos, en algunos casos concretos y de gran 
importancia debido a la gravedad de los atentados terroristas, pusieron en riesgo el éxito de la 
investigación, especialmente en lo concerniente al recaudo de elementos materiales de prueba 
e información, y frente a la posibilidad de materializar las medidas privativas de la libertad 
frente a los presuntos responsables, tendientes a su judicialización”. (UNODC, 2014) 
                                                          
25 Declaración jurada y autenticada del 17 de septiembre de 2002, dirigida a Gustavo Petro cuando fungía como 
Representante. Referenciado como: impacto del informe de contrainteligencia sobre la subversión infiltrada 
dentro de la fiscalía general de la nación, realizado por Richard Maok Riaño Botina 
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     En Colombia somos especialistas en violar protocolos que generan mejores sistemas de 
recolección de información, así lo demuestran las recomendaciones que realiza la Corte 
Interamericana de derechos Humanos frente a la forma de proteger la escena del crimen en las 
que los agentes no han protegido debidamente la evidencia ni conservado el material probatorio 
respetando protocolos internacionales de cadena de custodia. 
     Violación de derechos humanos por agentes del Estado. 
 
     Es claro que la Fiscalía General de la Nación tiene bajo su responsabilidad la investigación 
de los delitos y aquellas conductas que atentan contra la integridad de todos los residentes en 
el territorio nacional. Si resulta grave que las investigaciones estén permeadas de intereses 
políticos y personales como se pudo evidenciar en párrafos anteriores cuanto más grave puede 
resultar que esta institución se vea involucrada en hechos violatorios de derechos humanos, es 
decir la población nacional no solo debe protegerse de los actores del conflicto, de la 
delincuencia común de los agentes policiales y militares del Estado, sino también debe huir de 
las instituciones que deben propender sino por su protección al menos por su imparcialidad. 
    Colombia se encontraba bajo la dirección presidencial de Álvaro Uribe Vélez 
implementando su seguridad democrática y se presentaban resultados increíbles de lucha contra 
el crimen organizado, se obro sucesivamente en situaciones como la siguiente: 
     En una incursión en la que participaron miembros del ejército Nacional, con miembros de 
la Fiscalía, agentes del CTI, miembros del GAULA del DAS y policía de tránsito, el 15 de 
junio de 2003 en horas de la tarde llegaron a la inspección de policía La Botica en Quipìle en 
donde detuvieron a 53 personas que correspondían a una lista que llevaba el “equipo” la 
detención se debía a una declaración de un informante que posteriormente declaró “las 
manifestaciones fueron plasmadas porque así se lo indicaron miembros del EJERCITO 
NACIONAL, porque nada le constaba frente al apoyo de esta persona a quien no conocía”26 
(Corporación colectivo de abogados José Alvear Restrepo, 2005) 
     En una de las declaraciones encontradas sobre este particular se manifestó: 
 “Ese tal Jota me dio a entender que, si yo no señalaba a toda esa gente como guerrilleros, 
entonces el perjudicado era yo… Entonces, ellos me dicen que tienen un listado de personas 
                                                          




donde viene toda esa gente que vincularon al proceso. Venía el alcalde de Villahermosa, reo 
que monseñor Serna Álzate también y otras personas. Me dijeron que si identificaba a esa gente 
me aligeraban el proceso de reinserción y que además me daban  $4’000.000 de pesos más” 
(El Espectador, 2003) 
     En muchos de los hechos que participo la Fiscalía, se libraban las ordenes de captura sin el 
cumplimiento de los requisitos de ley. Aunado a lo anterior tenemos que el A.L. No.3 de 2202,  
permite al fiscal desplazar y nombrar a los funcionarios que llevaran adelante las 
investigaciones y procesos además de decidir acerca de la posición y criterio que la fiscalía 
asume en cada caso (Comisión Colombiana de Jusristas., 2004) 
 
     Esta grave situación institucional cómo respondería adecuadamente a la necesidad de 
garantizar un real acceso a la justicia y en consecuencia sancionar a los responsables de actos 
tan reprochables de violación a los derechos humanos, para ofrecer las garantías judiciales que 
se encuentran establecidas en el ordenamiento interno y también en respuesta a las obligaciones 
internacionales que ha adquirido el Estado colombiano a nivel convencional, interamericano y 
universal. 
 
     No es difícil en este momento de la investigación asegurar que la falla en los procesos 
investigativos no se enmarca en un problema mecánico o formal procedimental, sino en un 
problema estructural e institucional, la posibilidad de enmendar esta grave situación  es posible  
una vez descubierto el  origen del mismo, trabajo que deja por sentada esta investigación. Es 
imprescindible ahora diseñar la hoja de ruta que permita transformar esta realidad negativa a 
fin de que el derecho a la justicia que consagra la constitución pase de ser un ideal y se convierta 
en un valor más cercano que el que hasta ahora ha ofrecido el Estado colombiano. Confirmando 













     El propósito de la investigación, en cuanto a determinar las razones por las que el Estado 
colombiano incumplió con su obligación de investigar se considera cumplido teniendo en 
cuenta que es posible afirmar que: 
A través del análisis de los casos bajo estudio, en los que a la fecha la obligación de investigar 
se encuentra por cumplir, se pudo determinar que las causas no devienen del incumplimiento 
de procedimientos, o en general del desconocimiento de las leyes que en materia penal rigen 
en Colombia, lo anterior se constituye como una consecuencia lógica, entre otros aspectos que 
intervienen, de la corrupción que se ha puesto de manifiesto en el presente estudio. 
     El fenómeno de la corrupción, ocupó entre el segundo a cuarto problema más grave que 
enfrenta Colombia dentro de una lista de quince problemas, entre los que se encuentran la 
violencia y el desempleo. (Vicepresidencia de la Republica; Banco Mundial; ONG's; Centro 
Nacional de Consultoría, 2002) . Este fenómeno se hizo evidente por las actuaciones y 
omisiones de la Fiscalía General de la Nación, que obstaculizaban las investigaciones. Por su 
parte los representantes del Estado colombiano, admitían este hecho al argumentar en sus 
avances frente a labores investigativas, pobres informes sobre condenas e investigaciones que 
se llevaban en curso, pero insuficientes a juzgar por los resultados de las supervisiones de 
cumplimiento que ha proferido este alto Tribunal. 
     La injerencia del ejecutivo en la designación del Fiscal General de la Nación, aceptada y 
constitucionalizado por el ordenamiento jurídico interno es un obstáculo para que el Estado 
pueda cumplir cabalmente con la garantía del acceso a la justicia y obtener de ella una sanción 
ejemplar para los perpetradores de las masacres en los casos bajo estudio, así como de crímenes 
que no saldrán jamás a la luz pública y otros que, aunque se conocen quedaron en la impunidad.   
Las declaraciones del General Uscátegui presentaron sobre la mesa una realidad que no fue ni 
será contrarrestada, a juzgar por la indiferencia que frente al tema se manejó. Declarar que los 
paramilitares se encontraban infiltrados en organismos de investigación, confirmar que éstos 
actuaban de la mano con agentes del Estado para atropellar a la población, y que todo ello no 
generara una reacción de ninguna entidad del Estado no tiene ninguna presentación. 
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     Las consecuencias de todo lo anterior se evidencian en cada una de las supervisiones de 
cumplimiento como se enuncio al inicio de este aparte en la investigación, consecuencias no 
solo sobre el nivel de precariedad de los Derechos Humanos y de la supuesta garantía que 
deberían ostentar; del nivel de corrupción en el propio gobierno y en las instituciones sin 
control ni vigilancia; consecuencias de tipo económico que no se sabe hasta cuándo se podrá 
sostener.  
     Conclusiones que conllevan indefectiblemente a cuestionarse acerca de la existencia misma 
del Estado, de un Estado que atropella, que asesina, que no protege, que no ofrece ni justicia y 
mucho menos seguridad, situación enfrentada y sufrida en carne propia por las víctimas de los 
casos que se estudiaron. Visto desde esta perspectiva no hay legitimidad en el Estado 
colombiano, pues como diría Ferrajolli, no solo no garantiza la protección de los derechos de 
sus asociados, peor aún, él mismo los viola. 
     Desalentador como es este panorama, que deja muy pocos caminos por elegir, convencida 
de la entidad de la que está revestido el derecho, puede empezarse por reparar lo que se ha 
destruido, ya está identificado el defecto, ahora el trabajo más duro y pedregoso esta por 
recorrer y para ello se presentará a continuación la propuesta de la investigación,  que pretende 
llegar más allá del ámbito académico y convertirse en una verdadera solución para recuperar 
la confianza y el Estado de Derecho que ha pretendido ser el Estado colombiano. 
 
 Formulación de la propuesta 
 
     Como se expuso en el aparte de los referentes teóricos en primera medida la propuesta va 
encaminada a reformar la constitución, dicha reforma debe contemplar algunas variables así: 
 La elección del Fiscal General deberá someterse a concurso, de acuerdo con reglas que 
establezca la más alta autoridad de la Rama Judicial, que no puede ser el Ministro de Justicia 
siendo que este es nominado por el presidente de turno y a pesar de estar autorizado por la 
constitución, hay que recordar que el ejecutivo no debe tener ninguna injerencia en las 
decisiones que tome el judicial. La participación del ministro será necesaria pero su voto no 
puede ser de tal peso que su sola orden tenga la última palabra en el proceso a fin de que la 
conveniencia del ejecutivo termine por intervenir como hasta ahora en su designación. 
Contrario a lo que establece actualmente la constitución en su artículo 249. 
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     Es pertinente hacer alusión al decreto publicado el 14 de marzo del año 2016 que reglamenta 
la nueva forma de elección del Fiscal General, en la que se promueve el concurso de méritos e 
incluso la intervención de los ciudadanos en caso de considerar que alguno de los postulados 
no debería ser ternado,  el efecto sigue siendo  el mismo, será el presidente quien al final decida 
quien fungirá como Fiscal y  conforme a los niveles de corrupción, nada garantiza que en 
realidad se elegirá por mérito.  
 Las condiciones para ejercer dicho cargo deben ser especialísimas, es absurdo que un 
especialista en Economía Pública, dirija una entidad en materia penal, tal y como sucedió con 
el ex Fiscal Luis Camilo Osorio que produjo consecuencias tan nefastas para el tema de 
investigación y la credibilidad de la institución mientras dirigió la entidad. 
 
 Debe ser un profesional den derecho con preparación académica en materia Penal y Política 
Criminal, con experiencia en estas áreas, que pueda comprobar su idoneidad y experiencia 
práctica en el campo de la investigación criminal, así como su intachable comportamiento tanto 
a nivel personal como profesional. 
 
 El término de cuatro años no debería ser una camisa de fuerza.  La función del Fiscal 
General de la Nación de acuerdo con la obligación que le impone la constitución de 
adelantar el ejercicio de la acción penal en el artículo 250 superior, no tiene que estar 
supeditada a un término restrictivo, si la función es ejercida con transparencia y arroja 
los resultados que en materia de justicia se esperan, no hay razón lógica para cambiarlo. 
Desde otra perspectiva la interinidad en este cargo, jurídicamente si genera un conflicto, 
que se supera fácilmente, acudiendo nuevamente a la teoría de la división de las ramas 
del poder público, en el entendido de que la rama Judicial no tiene que rendirle cuentas 
al ejecutivo, sino a la sociedad en general, y si sus técnicas y procedimientos son 
efectivos la interinidad no constituiría un obstáculo. De esta forma se pueden evitar en 
cierta medida temas como el de la corrupción y conflictos de intereses.  
          Lo anterior no obsta para someter la institución al control y vigilancia que seguiría en 
cabeza del ministerio público, que tendría la misión, como hasta ahora, pero incumplida, de 
observar de cerca el actuar del Fiscal y la entidad en general, actos que deben estar enmarcados 
dentro de un régimen legal y constitucional. 
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     El Ministerio Publico en materia penal debe estar presente en todas las etapas el proceso y 
ésta si es que se da en la práctica, no ha funcionado, como lo establece la norma suprema, 
siendo que  
     “en cumplimiento de las funciones constitucionales, se constituye en el partícipe imparcial 
y el garante del orden jurídico, en el desarrollo de todo el proceso penal, aún más en nuestro 
medio, donde se desconocen las garantías constitucionales y legales (…) proteger a las victimas 
individuales y colectivas, y suministrarle al juez una visión equilibrada sobre los resultados del 
proceso. (Instituto de estudios del Ministerio Público, 2003) 
     De esta forma, y por supuesto siguiendo los parámetros legales y constitucionales que deben 
seguirse para instituir estas modificaciones en nuestro ordenamiento, es como esta 
investigación pretende contribuir en el devenir jurídico colombiano, no solo para mejorar el 
sistema de investigación y asignación de responsabilidades, sino para evitar tan numerosas 
violaciones a los derechos humanos y fundamentales de que somos titulares todos los 
colombianos. 
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     Declaraciones del General Uscátegui 
      No me voy a dejar meter 40 años. Lo que yo sé ya está en el proceso, lo que pasa es que lo 
tienen tapado porque no quieren que trascienda, pero lo que está ahí lo hago publico si voy a 
juicio (…)     "El juicio será mi gloria. Y si me voy a juicio va a ser una cuestión mucho más 
grave que el proceso 8.000. Mejor dicho, va a ser más grave que todo lo que ha sucedido en 
Colombia. Con esta cuestión (la masacre de Mapiripán), ya descubrí qué fue lo que pasó. Es 
sumamente grave, gravísimo, porque se comprobó una cuestión que nosotros toda la vida 
hemos negado, que es el vínculo de los militares con los paramilitares. Afortunadamente fueron 
esos mandos medios ¿no?, pero no deja de ser una realidad.  
   “Hubo una cosa muy particular. Parece que, en la Fiscalía, en la Procuraduría, en la 
Presidencia de la República, saben que allá sucedieron cosas muy terribles y cosas gravísimas 
para el Ejército y para el país. Y pueden tumbarnos el Plan Colombia. Eso ya no es de los cinco 
millones que nos negaron ahora, nos tumban los 600 y acaba con todo. Yo sé muchas cosas, 
demasiadas... Sin estar allá en San José del Guaviare, me enteré de muchas cosas que están en 
el proceso, pero están como en una cápsula porque no conviene que salgan a la luz pública". 
     "Aquí vino el general Mora a hablar conmigo. Yo le dije: vea mi general, usted sabe que yo 
soy inocente, yo estoy esperando que este fiscal tumbe eso, pero si no lo tumba, yo me voy a 
juicio y no me voy a dejar meter 40 años. Lo que yo sé ya está en el proceso, lo que pasa es 
que lo tienen tapado porque no quieren que trascienda, pero lo que está ahí lo hago público si 
voy a juicio". 
     "La ex esposa del sargento Carlos Gamarra, quien está detenido en una celda en el batallón 
de Policía Militar, fue a la Fiscalía y dijo que en el computador de él había cosas raras. El 
sargento Gamarra trabajaba en inteligencia en el batallón París. La Fiscalía fue y en un 
allanamiento revisó el computador. Tenía 58 disquetes y no había muchas cosas de valor. Pero 
la Fiscalía no es torpe y mandó el computador con disquetes y todo a la embajada americana, 
a esta señora Anne Patterson, quien mandó el computador a Miami. Allá nombraron un 
especialista en sistemas y computadores que utilizó unos códigos azules que no son comerciales 
y descifró absolutamente todo y sacó 300 documentos. Esos documentos no pueden salir 
porque son una bomba". 
75 
 
     "¿Qué hay en los 300 documentos? Yo los tengo porque llegaron a mi proceso y los pude 
sacar: los panfletos que entregaron las autodefensas en la masacre de Mapiripán los hicieron 
en ese computador en el batallón París. Igual hicieron con los panfletos que entregaron ocho 
meses después en Puerto Alvira, que es un municipio de Mapiripán... (sic) en esa brigada estaba 
Freddy Padilla de León. Los reglamentos de las Autodefensas Unidas de Colombia los hacían 
en ese computador. Por ejemplo, cogían un reglamento de Régimen Disciplinario para las 
Fuerzas Militares y le borraban donde decía Fuerzas Militares y le colocaban para los 
Miembros de las Auc". 
     "En ese computador también estaban las planillas de pago mensuales, las nóminas de todo 
el frente Guaviare de las Auc, que eran 93 hombres y mujeres con los alias, sus cargos y lo que 
devengaban. Las amenazas al fiscal Virgilio Hernández Castellanos diciéndole que suspenda 
esa investigación, porque si no su árbol genealógico desaparecerá del mapa. Amenazas a 
Alfonso Gómez Méndez tratándolo de pícaro; a ganaderos; extorsiones a los Rodríguez 
Orejuela dándoles las gracias por la plata que ellos les han dado. Mejor dicho, uno solo de esos 
documentos sale a los medios y es un escándalo". 
     "Entonces le dije aquí a mi general Mora: vea mi general, yo ya estoy mamado de esto. 
Ustedes saben que yo soy inocente y han dejado ir esto muy lejos. Entonces hagámonos 
pasito… hagámonos pasito. Yo estoy esperando que esta fiscal me precluya porque es justo, 
pero si ustedes no pueden hacer nada, no hagan nada... yo me voy a juicio. Pero la cosa es seria 
porque los documentos son gravísimos." 
     "En ese computador hicieron una contraseña, un código de comunicaciones para el jefe de 
los paramilitares que actuó allá, un cabo primero del Ejército, retirado, que venía de Urabá. 
Los aviones que transportaron la carga y los paramilitares salieron del aeropuerto Los Cedros 
en Urabá y del aeropuerto de Necoclí. En uno venían paras y en otro venía la carga. Las 
declaraciones de la Policía, que están allí escondidas en el proceso, dicen que los paramilitares 
salieron escoltados por el Ejército Nacional, o sea que el vínculo con los paramilitares no sólo 
era en el Guaviare, sino que venía desde el Urabá antioqueño. ¡Berraquísimo!". 
     "Todo eso está ahí. Le dije: mire, mi general Mora, le voy a poner a usted un ejemplo muy 
sencillo: resulta que en San José del Guaviare había una red de inteligencia militar organizada 
por un teniente que tenía gente en Mapiripán. El teniente fue el primero que se enteró cuando 
llegaron los paramilitares. Los tres agentes de Mapiripán lo llamaron por teléfono y le dijeron 
que acababan de llegar 80 hombres de las Autodefensas Unidas de Colombia. El teniente les 
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informó por fax al coronel Orozco y al coronel Lino Sánchez. Esta gente no hizo nada ni 
difundió el documento. Esto fue el 15 de julio, el mismo día que llegaron los paras". 
     "El 21 de julio, el teniente les mandó otro fax en el que les informó cuáles fueron los 
resultados de la masacre. El Ejército tiene una figura… el Ejército dice que fueron tres muertos 
y efectivamente no se encontraron sino tres cadáveres. Se habla de desapariciones, pero no hay 
denuncias de eso. El único que dice que hubo cuarenta y pico de muertos es Carlos Castaño 
Gil, pero a él no se le cree porque es un bandido". 
     "Resulta que en este documento el teniente dice que los muertos pasaron de 30 y que 
utilizaron técnicas macabras, machetazos, sierras y después los quemaron con ácidos y las 
cenizas las echaron al río. Eso es cierto, pero ese documento también lo escondieron". 
     "Entonces el teniente les dice a la brigada Móvil 2 y al batallón París que los paras estaban 
a ocho kilómetros de San José del Guaviare, pero no actuaron. Venían de salida, los podían 
haber cogido y se había arreglado en algo el problema. Después el teniente les dice a Orozco y 
a Lino que vienen las Farc porque el Mono Jojoy las mandó de La Macarena a golpear a los 
paramilitares". 
     "¿Qué hizo la Móvil 2? Una operación gigantesca y aplastó a las Farc y colocó un colchón 
de aire o de seguridad para que se salieran los paras. Esto es gravísimo y es un secreto. 
Entonces el general Mora se quedó azul y yo le dije: mire, mi general, lo que yo le estoy 
diciendo es con pruebas. ¿Qué cara van a poner los representantes de las Farc cuando 
yo vaya a la Corte Suprema de Justicia y les diga: Vea, el Ejército no sólo tiene vínculos, 
no sólo no los combatió, sino que combatió a las Farc para que no golpearan a los paras 
por habérseles metido a su territorio" 
     Ahí están los apartes de la grabación. ¿Qué reposará en el archivo del computador de la 
Inteligencia Militar? Sería bueno que se conociera, se diera a la luz. (Comision Intereclesial de 
Justicia y Paz, 2004) 
 
 
 
